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AL JUZGADO DE INSTRUCCIÓN DE MADRID QUE POR TURNO DE 

REPARTO CORRESPONDA 

DOÑA RAQUEL GÓMEZ SÁNCHEZ, Procuradora de los 

Tribunales y de DON JOSÉ LUÍS ÁBALOS MECO, cuya representación 

ostento conforme acredito con la escritura de poder especial que en 

debida forma acompaño, y actuando bajo la dirección letrada de don 

Marino Turiel Gómez, colegiado de ICAM 21.180, ante el Juzgado 

comparezco y como mejor proceda en Derecho  

 

D I G O:  

 

 Que en la representación que ostento, interpongo QUERELLA POR 

FALSEDAD DOCUMENTAL Y FALSO TESTIMONIO DE PERITO, en 

función de los hechos que seguidamente expondré, contra las personas 

que a continuación se relacionan y contra cualesquiera otros autores, por 

distinto título responsable penalmente del presunto delito, y en 

cumplimiento de lo dispuesto en el Artículo 277 de la Ley de 

Enjuiciamiento Criminal formulo la presente a través de los siguientes 

apartados. 

 

I. COMPETENCIA 

 

El artículo 10 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, otorga la 

competencia para conocer de las causas y juicios criminales a la 

jurisdicción ordinaria, exceptuando los casos expresamente 

establecidos en dicha norma, es competente el Juzgado al que me dirijo. 

En atención a lo expuesto, y sin perjuicio de ulteriores 

concreciones, hay que entender que el lugar de competencia debe ser 

aquel en el que se concretó el perjuicio para el querellante -perjudicado 

directo por la acción denunciada- que no es otro que Madrid, domicilio 
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en el que fue elaborado el informe de auditoría objeto de querella y fue 

objeto de aportación a un órgano jurisdiccional con sede en esta ciudad.  

II 

 

 Es querellante: DON JOSÉ LUÍS ÁBALOS MECO.  

 

III 

 

 La querella se dirige en principio contra:   

 

- Dña. Belén Villar Sánchez, jefa de Gabinete del Subsecretario 

del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana (en 

adelante MITMA), D. Jesús Manuel Gómez, hasta marzo de 2022. 

Actualmente es la directora general de Organización e Inspección 

de MITMA, a quien se le encarga y bajo cuya dirección se realiza 

el “INFORME RESULTANTE DE LA AUDITORÍA DEL MINISTERIO 

DE TRANSPORTES Y MOVILIDAD SOSTENIBLE”.  

-  

- Dña. Belen Roel de Lara, persona que elabora y firma el informe 

auditoría objeto de la presente querella, con domicilio en el 

Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible, sito en P.º de la 

Castellana, 67, Chamberí, 28046 Madrid.  

 

IV 

 

HECHOS OBJETO DE LA QUERELLA 
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PRIMERO.- AUDITORÍA DEL MINISTERIO DE TRANSPORTES, 

MOVILIDAD Y AGENDA URBANA SOBRE LOS EXPEDIENTES 

RELACIONADOS A LA EJECUCION DE LAS ORDENES TMA/263/2020 

DE 20 DE MARZO Y TMA 292/2020 DE 26 DE MARZO POR LA QUE 

SE REGULA LA ADQUISICION Y DISTRIBUCION DE MASCARILLAS 

INCORPORACION DEL INFORME A LA INVESTIGACION EN TRAMITE 

POR PARTE DEL  JUZGADO CENTRAL DE INSTRUCCIÓN Nº2 DE LA 

AUDIENCIA NACIONAL- INCLUSION DEL INFORME EN LA 

EXPOSICION RAZONADA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 2024 

ELEVADA  AL TRIBUNAL SUPREMO DE LA QUE HA RESULTADO LA 

IMPUTACION DEL QUERELLANTE EN LA CAUSA.  

  

El Juzgado Central de Instrucción número 2 de la Audiencia 

Nacional, abrió diligencias previas de investigación signadas con el 

número 65/2023 en las que inicialmente figuraba como investigado el 

señor Koldo Garcia Eizaguirre persona que, en su momento, y mientras 

el querellante fue ministro del MITMA, fue asignado a su servicio como 

vocal asesor, teniendo como principal función la de asistente personal.  

 

Esta investigación viene referida -entre otros- a las adjudicaciones 

de contratos para la adquisición de mascarillas a determinadas 

empresas en periodo de pandemia, desconociendo el hoy querellante, en 

ese periodo inicial el contenido de la investigación -enero-febrero de 

2024- por no estar concernido por su tramitación, a pesar de que todos 

los medios  -por filtraciones interesadas- ponían el acento en la persona 

del querellante como presunto responsable de irregularidades en la 

gestión y compra de ese  material.  

 

 En ese contexto, bajo la cobertura de una orden ministerial de 27 

de febrero de 2024 del ministro de Transportes y Movilidad Sostenible 

dirigido por el ministro D. Óscar Puente Santiago -que no consta 

publicada en el BOE- y coincidiendo con las primeras noticias sobre la 
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tramitación del proceso penal -el señor Koldo Garcia Eizaguirre fue 

detenido el día 21 de Febrero-, se realizó por orden del actual ministro, 

una auditoría por la Dirección General de Organización e Inspección 

sobre los expedientes relacionados a la ejecución de las ordenes 

TMA/263/2020 de 20 de marzo y TMA 292/2020 de 26 de marzo por la 

que se regula la adquisición y distribución de mascarillas por parte del 

Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana (MITMA), al objeto 

de conocer si se han cometido errores en la gestión y conocer el estado de 

la ejecución de los mismos.  

 

Se adjunta el informe como DOCUMENTO NÚMERO 1 sin perjuicio 

de recabar su aportación al propio Ministerio en cuanto la copia que se 

posee mantiene como ocultos datos y referencias de carácter personal. 

 

 La Orden de llevar a cabo la auditoría -27 de febrero 2024- fue 

emitida antes de la publicación del Real Decreto 253/2024, de 12 de 

marzo, tal Real Decreto otorga competencias de auditoría al órgano 

ejecutor, de tal modo que se elabora específicamente para dar cobertura 

a un informe  que ya estaba  acordado en su elaboración lo que acredita 

una pulsión de celeridad en su elaboración e inmediata puesta en 

conocimiento de la opinión pública en una inusual conducta que 

acredita que tal informe no pretendía tener eficacia en el ambito interno 

al objeto de comprobar modos operativos de actuacion y destino de las 

partidas, sino que tuvo una evidente vocación de difusión pública  siendo 

de forma inmediata publicado en la página Web del Ministerio y siendo  

divulgado por los medios de comunicación de forma coetánea tal difusión 

cuestionando la legitimidad y legalidad de los expedientes.   

 

Esta deliberada difusión hizo que el Instructor de la causa en 

trámite ante la Audiencia Nacional recabase del Ministerio su aportación 

al proceso, de tal modo que su incorporación a las actuaciones dio lugar a 

diligencias de investigación -declaraciones- de intervinientes. 
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El resultado fue que el Instructor decidió elevar al Tribunal 

Supremo exposición razonada en la que solicitaba la imputación del aquí 

querellante señor Ábalos exposición que contenía la siguiente referencia 

en relación al meritado informe del ministerio: 

“En el marco del Informe resultante de la auditoría desarrollada en 

cumplimiento de la orden, de 27 de febrero de 2024, del Ministro de Transportes y 

Movilidad Sostenible (en adelante será referida como Auditoría del MITMA), se hace 

una referencia expresa a quien podría ser ese alto cargo, con el siguiente tenor 

literal: […] a partir de la documentación analizada y de lo declarado por los 

entrevistados, no se puede determinar quién contactó con la empresa Soluciones de 

Gestión, más allá de las afirmaciones realizadas por los entrevistados, que parecen 

apuntar al entonces Ministro o su Gabinete. El Subsecretario y el entonces DGOI 

señalan que las negociaciones con la empresa Soluciones de Gestión, así como la 

modificación del objeto de la emergencia, que finalmente coincide con lo ofertado 

por la empresa, se realizaron a nivel Ministro y Gabinete del Ministro. […] De esta 

manera, la misma auditoría del MITMA, incorporada en la causa, apunta a que el 

propio ÁBALOS y/o su Gabinete podría haber sido quien contactara con 

SOLUCIONES, negociara con estos y modificara el objeto de la emergencia para que 

finalmente coincidiera con lo ofertado por la empresa. Estas consideraciones 

coinciden con lo apuntado por la Unidad Central Operativa de la Guardia Civil 

(UCO) en el informe de fecha 28 de mayo de los corrientes, en el que se daba 

cuenta del análisis de los correos electrónicos intervenidos durante la fase de 

explotación, donde ya se informaba en el último apartado de recapitulación de que 

“se han hallado indicios que permiten inferir que la toma de decisiones relativas a 

la contratación de SOLUCIONES, fueron llevadas a cabo por elevados niveles de 

decisión dentro del MITMA”. 

 

  La emisión del informe, pues, tuvo una trascendencia efectiva en 

la conformacion de la imputacion del hoy querellante en cuanto lejos de 

producir efectos internos -como parece razonable entender que es función 

de una inspección de control de gestión- sus conclusiones difundidas 

llevan, tras su judicialización, a la elevación de su contenido a indicio 

efectivo y relevante como informe técnico para imputar a quien no se le 

ha solicitado aclaración alguna como especialmente concernido por su 

contenido y en consecuencia  no  tuvo oportunidad de contradicción en el 

ámbito  interno de la propia Administración, como tampoco la tuvo ante 

el Juzgado Central de Instrucción nº 2 de la Audiencia Nacional ante el 

que intentó declarar voluntariamente en varias ocasiones.  
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 La exposición razonada es clara en tanto en cuanto refiere que las 

pesquisas y entrevistas en el ambito de preparación del informe del 

ministerio se focaliza como principal responsable a las altas esferas del 

Ministerio y por añadidura al propio ministro hoy querellante con la 

explícita referencia en que la adjudicación se hizo de forma acomodada 

modificando el objeto de la emergencia a la oferta de la empresa 

Soluciones de Gestión. 

 

Este informe, en definitiva, aborda una investigación paralela y se 

hace de forma ilegitima porque la ortodoxia procedimental señala que 

cualquier actuacion administrativa queda paralizada por la actuación 

judicial, de tal modo que la iniciativa del expediente una vez judicializada 

la investigación -mismos hechos e intervinientes- carece de toda 

cobertura y se atisba con el evidente ánimo de influir en la que estaba en 

trámite ante la Audiencia Nacional. Lo que hemos visto se consiguió.    

   

Se aporta esta exposición razonada como DOCUMENTO NUMERO 

2 a la presente querella.      

  

 Se ha procedido a analizar -ante la evidente digresión en la 

operativa de un informe de inspección en el ámbito de la administración 

pública y uso del mismo- de qué modo se aborda el informe; que interés 

subyace en su encargo; quien interviene en su elaboración y como se 

obtiene la  información que se incorpora al mismo -fundamentalmente 

escrutinio de los testimonios de las personas entrevistadas en el ámbito 

ministerial sin respetar derechos en cuanto alguno tenía el estatus de 

investigado en la causa judicial-; lo cierto es que tal informe -como 

señala ya el instructor de la causa cuando eleva la exposición razonada- 

avala la imputacion del querellante.  
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Tal informe que ahora se tacha de falso, por tanto, solo tuvo una 

intención y es dotar de una pretendida objetividad el razonamiento de 

considerar al ministro como esencial responsable de una irregular 

contratación.   

 

  Se ha comprobado que el informe pone en boca de los 

entrevistados lo que no han dicho y omite lo que, si dijeron cuidándose de 

no documentar las entrevistas de forma garantista al objeto de que el 

contenido fuera contrastado, declinando grabarlas sin ni siquiera someter 

su redacción para conformidad a los deponentes. 

 

   El informe se vehiculiza y orienta de forma deliberada para 

posicionar las decisiones de compra en la más absoluta arbitrariedad al 

margen de los procedimientos, fundamentalmente en los aspectos 

atinentes a  falta de control sobre la trazabilidad de las mascarillas en la 

gestión de compra y destino (ausencia de actas de recepción y 

expedición de las mascarillas, falta de documentación del control de las 

mismas y el depósito de éstas); no concurrencia de ofertas y subsiguiente 

elección injustificada de adjudicatario; celeridad sospechosa en la 

necesidad concreta de demanda de unidades y pago de mascarillas; 

abonos de precios de forma unilateral sin escrutinio validante de oferta. 

 

  Veremos que todas y cada una de las aseveraciones son inciertas 

y obedecen a  un sesgo que se  manifiesta en la selección de datos y en 

la interpretación interesada  de los mismos, lo que lleva a conclusiones 

que no reflejan fielmente la realidad de los hechos auditados, 

incluyendo a título de ejemplo -lejos de la asepsia procedimental- el uso 

de calificativos impropios de rechazo o asentimiento a determinadas 

actuaciones como “excelente”, “ineficiente” o “necesario”, lo que 

introduce un elemento de subjetividad impropio  para el rigor que exige 

un informe de inspección. 
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SEGUNDO.- ORIENTACION DEL SENTIDO DEL INFORME.  

ABIERTA CONTRADICCIÓN CON EL PREVIO DICTAMEN DEL 

TRIBUNAL DE CUENTAS EN SU AUDITORÍA DE LOS EXPEDIENTES 

DE CONTRATACION. COBERTURA DE LA INTERVENCION GENERAL 

DEL ESTADO. INVERACIDAD EN LA INTRODUCCION DE DATOS Y 

REFERENCIAS DEL INFORME.  

       La decisión del actual ministro de Transportes y Movilidad 

Sostenible ordenando la realización de esta auditoría, carece de 

justificación alguna porque, como se ha referido, su proyección no fue el 

control interno, sino -como se evidencia- la inmediata difusión de sus 

conclusiones pretendiendo  mostrar a la opinión pública  transparencia, 

distancia  y alejamiento de los anteriores responsables del Ministerio en 

una estudiada proyección de eficiencia y objetividad basada en la 

pretendida independencia de los órganos de inspección, sin que  

ninguna razón procedimental puede atisbarse, en tanto en cuanto no 

plantea modificaciones normativas aconsejadas tras su escrutinio; ni 

tampoco obedece a un régimen pautado y periódico de control, sino que 

se hace coincidir -de forma oculta en cuanto la orden ministerial no se 

publica- con las actuaciones de la Audiencia Nacional en febrero de 

2024. 

No es  una auditoría, no cumple el mínimo estándar que integre 

tal actuacion en el ambito de una organización en cuanto a revisión y 

análisis de procedimientos no integrando el mínimo criterio de  

imparcialidad; ni es un “compliance”, en cuanto no  busca criterios para 

asegurar que sus actividades se ajusten a las leyes, ni busca criterios 

de ética en la gestión; ni articula a partir de su dictamen ningún 

procedimiento a adoptar; ni -en definitiva- se ajusta a las mínimas 

exigencias de objetividad según se infiere del criterio selectivo orientado 

en las entrevista, conforme, veremos, pone de manifiesto el contra 

informe elaborado por esta parte. 
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  El informe tiene una proyección evidente que se orienta a 

cuestionar legitimidad de las decisiones políticas tomadas en el año 2020, 

en vez de ceñirse estrictamente a lo que debieran haber sido las 

funciones administrativas reales de detectar los posibles errores 

administrativos para mejorar a futuro proyectando aseveraciones -

cuatro años después- sobre la cantidad decidida para la compra de 

mascarillas; cual debería ser su precio, sobre que proveedor escoger  

ignorando deliberadamente las orientaciones de la Comisión Europea 

sobre el uso del marco normativo de contratación pública en situación 

de emergencia relacionada con el COVID-19 -que veremos  si recoge el 

informe del Tribunal de Cuentas que dice “de forma clara y rotunda” 

sobre el contexto en el que las entidades públicas desarrollaron la 

gestión y los contratos que fiscaliza el Tribunal e indicando que: 

“COVID-19 es una crisis sanitaria que exige soluciones rápidas e 

inteligentes y agilidad para hacer frente a un enorme aumento de la 

demanda de bienes y servicios de tipo similar, al mismo tiempo que 

algunas cadenas de suministro se ven perturbadas”. 

 

  Pero tal falta de justificación e indicio relevante de  falsedad es el 

que se deriva de la preexistencia de informe del Tribunal de Cuentas que  

descartó  cualquier atisbo de actividad defraudadora de las arcas públicas 

en la gestión de estas compras, resolución del Tribunal de que reflejaba 

un análisis exhaustivo de los mismos expedientes de contratación -

orden TMA/263/2020, de 20 de marzo, por la que se regula la 

adquisición y distribución de mascarillas por parte de MITMA, y de la 

orden TMA/292/2020, de 26 de marzo, por la que se regula una 

segunda adquisición y distribución de mascarillas por parte de dicho 

Ministerio-. 
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En efecto, el  27 de octubre del 2022, el Pleno del Tribunal de 

Cuentas, en el ejercicio de su función fiscalizadora establecida en los 

artículos 2.a), 9 y 21.3.a) de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del 

Tribunal de Cuentas, y a tenor de lo previsto en los artículos 12 y 14 de la 

misma disposición y concordantes de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de 

Funcionamiento del Tribunal de Cuentas, aprueba el Informe Nº 1.4895 de 

fiscalización de los contratos de emergencia celebrados en 2020 para la 

gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, en 

el ámbito del sector público empresarial estatal no financiero y acordó su 

elevación a las Cortes Generales, así como al Gobierno de la Nación, según 

lo prevenido en el artículo 28 de la Ley de Funcionamiento. 

 

 Indicar que la función fiscalizadora del Tribunal de Cuentas es 

asimilable a una auditoría pública e  implica la revisión y evaluación de la 

actividad económico-financiera del sector público para asegurar que se 

cumplan los principios de legalidad, eficiencia y economía. Esta función es 

externa, permanente y consuntiva, y utiliza técnicas de auditoría 

adecuadas para llevar a cabo sus objetivos.  

  

Según consta en la Orden TMA/263/2020, de 20 de marzo, por la 

que se regula la adquisición y distribución de mascarillas por parte de 

MITMA, de un máximo de 8.000.000 se encargó su adquisición a 

PUERTOS DEL ESTADO. El Tribunal de Cuentas, en el citado informe, 

página 51, respecto de la CONTRATACIÓN CELEBRADA POR PUERTOS 

DEL ESTADO (Apartado II.1.4) señala: 

 

“29.- PUERTOS DEL ESTADO formalizó durante el periodo fiscalizado 4 expedientes 
de emergencia para la gestión de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 por 
un importe total de adjudicación de 21.215.750 euros, Página 27 de 41 de los que se 
han examinado dos expedientes cuyo importe de adjudicación asciende a un total de 
20.800.000 €, lo que representa un 98 % del total, cuyos objetos fueron el suministro 
de mascarillas y guantes.  
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30.- Cabe entender justificada la tramitación de emergencia de estos 2 
expedientes, no sólo desde un punto de vista formal, por darse los presupuestos 
requeridos por el Real Decreto-ley 7/2020, sino también desde un punto de vista 
material o sustantivo, atendiendo a la necesidad inapelable y, a su vez, escasez 
en el mercado, que existía de estos productos durante los meses de marzo y abril 
de 2020.  

31.- En ninguno de los 2 expedientes fiscalizados existe constancia de que se 
solicitaran ofertas, no siendo exigible en la tramitación de emergencia, ni de los 
motivos que llevaron a seleccionar al contratista adjudicatario. PUERTOS DEL 
ESTADO ha puesto de manifiesto que en esos momentos no existía mercado y los 
canales habituales de suministro no estaban disponibles.  
 

Respecto de la Orden TMA/292/2020, de 26 de marzo que regula 

una segunda adquisición y distribución de mascarillas por parte del 

Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, de un máximo 

de 5.000.000, se encargó la adquisición a ADIF (Entidad Pública 

Empresarial Administrador de Infraestructuras Ferroviarias), el 

Tribunal señala: 

     “En el 78,6 % (n.os 1, 3, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 12, 13 y 14) de los expedientes 

fiscalizados, ADIF justificó en sus respectivas declaraciones de emergencia la 

elección de la empresa encargada de realizar las distintas prestaciones en base 

a los siguientes motivos:  

- En el expediente n.º 1, cuyo objeto consistió en el suministro de 5.000.000 de 

mascarillas FFP2, sin válvula, en cumplimiento de una Orden de 26 de marzo de 

2020 del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana7, por importe de 

12.500.000 euros, se justificó la elección del proveedor por ser el mismo al que 

se encargó la adquisición de mascarillas en Puertos del Estado, en ejecución de 

una Orden de 20 de marzo de 2020 del mismo Ministerio (expediente n.º 87 de la 

muestra) y que fue ejecutado de conformidad.  

 

Concluye indicando que: 

 “..Con carácter general este Tribunal entiende que, a pesar de que la 

tramitación de emergencia exime de instruir el correspondiente expediente, 

constituye una buena práctica en la gestión de este tipo de contratación dejar 

constancia en el expediente de la capacidad y solvencia de las empresas 

adjudicatarias para llevar a cabo el objeto de los contratos y que ADIF debería 

haber justificado en el expediente las circunstancias que impidieron, en algún 

caso, la comprobación previa de la capacidad y solvencia del adjudicatario. No 

obstante, se ha verificado que, en todos los expedientes, excepto en el n.º 1, el 

objeto del contrato se encontraba incluido dentro de las actividades que 

integraban el objeto social de las empresas adjudicatarias.  
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  Por lo que se refiere al precio de adquisición de las mascarillas 

manifiesta que: 

 (…) Se comprueba que la oferta es para suministrar 8 millones de mascarillas, a 

un precio de 2,5 € por unidad. El precio de las mascarillas en aquel momento era 

muy difícil de ajustar, pues el mercado había colapsado para este tipo de 

productos y no existía precio de referencia alguno. Pasado el tiempo y teniendo 

presente el Informe del Tribunal de Cuentas 1.489, para Página 30 de 41 la 

fiscalización de los contratos de emergencia celebrados en 2020 para la gestión 

de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, en el ámbito del 

sector público empresarial estatal no financiero (27.10.2022), este precio se sitúa 

por debajo de la media del precio medio pagado, según consta en el informe 3,38 

€ en marzo de 2020 y 3,65 € en abril del mismo año. La oferta de guantes no 

prosperó. (…)”  

  

El Tribunal de Cuentas, por tanto, se pronuncia sobre la legalidad de 

la contratación; la legalidad de la elección de los proveedores que- además 

consta como criterio de adjudicación que anticipan el pago del importe, por 

último en relación al precio que el alto tribunal sitúan por debajo del 

mercado.  

 

 El informe auditor obvia  de forma deliberada las orientaciones de la 

Comisión Europea sobre el uso del marco normativo de contratación 

publica en situación de emergencia relacionada con el Covid 19 , 

orientaciones que si recoge el Tribunal de Cuentas señalando que “en el 

marco europeo de contratación pública ofrece toda la flexibilidad necesaria 

para que los compradores públicos adquieran bienes y servicios vinculados 

directamente a la crisis de COVID-19 con mayor rapidez”.  Es decir el 

Tribunal de Cuentas apostilla que  las autoridades  debían, “actuar con 

toda la rapidez que fuera técnica y físicamente posible…” 

 

 Se aporta informe del Tribunal de cuentas sin perjuicio de su cotejo 

en las publicaciones oficiales como DOCUMENTO NÚMERO 3. 
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 Señalar igualmente que por su parte los propios delegados de la 

Intervención General del Estado no se ha advertido durante cuatro años 

de las supuestas deficiencias documentales que ahora señalan en “la 

auditoría” del Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible como es la 

ausencia de actas de recepción y expedición de las mascarillas, falta de 

documentación del control de las mismas y el depósito de éstas por su 

parte.  

 

Pues bien, el informe auditor pretendidamente objetivo que ocupa 

esta querella, se emite cuatro años después contradiciendo abiertamente  

todas las conclusiones del Tribunal competente en materia  

responsabilidad por alcance en la administración Pública, actuación solo 

explicable en el ambito del cumplimiento de un criterio de oportunidad en  

un escenario político comprometido -se hace público solo 7 días después 

de la detención de Koldo Garcia Eizaguirre- utilizando los servicios de 

inspección del Ministerio  sin  que sea razonable entender que durante 

todo ese lapso los empleados públicos de la alta cualificación que se 

supone a quienes emiten el informe, hayan obviado lo que ahora se 

presenta como hallazgo fundamentalmente la trazabilidad de los 

justificantes de entrega y destino de las mascarillas. 

 

La auditoría asienta la concurrencia de responsables e 

irregularidades en los aspectos nucleares de la adquisición  de mascarillas 

antes reseñadas que se sustancian en dos aspectos nucleares  -

contratación y precio- que ya fueron  avaladas por el Tribunal de Cuentas, 

abordando una suerte de revisión oportunista sin más criterio que el de 

señalar a la opinión pública  que aquello que se decía en el ambito judicial 

de la instrucción del denominado caso Koldo se mantuviera lo más lejos 

posible de la actual administración no dudando en introducir datos falsos 

en el informe como ponen de manifiesto-según analizaremos a 

continuación los propios entrevistados en el desarrollo de la investigación 

interna.  
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 En definitiva, bajo la cobertura de una actividad legítima de toda 

administración como es analizar sus procedimientos lo que se hace es  

atribuirse funciones propias del órgano fiscalizador de las cuentas 

públicas, entrando a valorar y hacer escrutinio de los contratos, pautas 

de adjudicación y precios que ya habían sido fiscalizados por el citado 

tribunal, de tal modo que proyecta y hace una nueva interpretación de lo 

ya resuelto y dictaminado con el único fin de plantear ante la opinión 

pública y ante el Juzgado, que el único responsable de tal irregular 

situación, fue el entonces ministro hoy querellante.   

 

 En resumen, el informe auditor difunde con la pretendida autoridad  

de una objetiva actuacion de sus órganos de inspección una revisión 

especialmente insolvente  e incierta -lo  que constituye esencial indicio de 

direccionamiento y actuacion delictiva- cual es su abierta y temeraria 

contradicción con las resoluciones especializadas del Tribunal de Cuentas 

obviar la habilitación de la Intervención General del Estado y 

esencialmente por el modo de realizar dicho informe que retorció hasta le 

extenuación la realidad de lo sucedido manipulando de forma dirigida las 

pesquisas en el trámite de elaboración siendo responsables las dos 

querelladas- Doña Belen Villar como máxima responsable y Doña Dña. 

Belen Roel de Lara como directa elaboradora y suscribiente del informe sin 

perjuicio de que la investigación que se abre señale otros responsables 

adicionales. 

  

  El informe pericial elaborado a instancias del querellante que se 

aporta como DOCUMENTO NUMERO 4 a la presente querella, pone el 

acento y desarrolla de forma extensa las irregularidades del informe 

poniendo de manifiesto el sesgo investigador que subyace, en tanto en 

cuanto significa que:       
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- Se hace mención únicamente a la Orden Real Decreto 799/2005, 

de 1 de julio, por el que se regulan las inspecciones generales de 

servicios de los departamentos ministeriales sin que se 

documenten los protocolos específicos utilizados para llevar a 

cabo la investigación, lo que impide evaluar la adecuación y 

cumplimiento de los mismos.  

- Ausencia de justificación de las personas interrogadas, ya que el 

citado informe no incluye las razones por las cuales fueron estas 

y no otras, lo que dificulta la verificación de la exhaustividad y 

representatividad de las entrevistas realizadas.  

- No consta en el informe si se comunicó a las personas 

interrogadas que se estaba llevando a cabo una inspección de 

control interno, lo cual es fundamental para asegurar la 

transparencia y el cumplimiento de los derechos de los 

involucrados ni se les ofreció comprobar la adecuación de sus 

declaraciones respecto a lo que se incorpora al texto de aquel.  

- No consta que se haya informado a las personas interrogadas 

sobre sus derechos ni sobre las posibles consecuencias de sus 

declaraciones, lo que podría afectar la validez y fiabilidad de la 

información obtenida.  

- No se han llevado a cabo interrogatorios de personas relevantes 

que ocupaban cargos de la más alta responsabilidad dentro del 

Ministerio en el momento de las contrataciones de las 

mascarillas. Ni a personas del gabinete ministerial ni al propio 

ministro de MITMA en 2020. 

- No se contrastan ni acreditan las manifestaciones vertidas en la 

auditoría.  



 

16 

 

En definitiva, de forma inopinada el informe auditor del Ministerio 

elaborado cuatro años después entra a valorar la legitimidad de las 

decisiones para elegir un proveedor concreto u otro en un momento 

crucial de emergencia cuando los funcionarios deponentes en el periodo 

de análisis e investigación le explican los criterios de decisión y las 

condiciones que se daban, explicaciones que orillan tergiversan y 

manipulan  presentando como vulneración del proceso de adjudicación y 

contratación, lo que no era tal en funcion de la concreta situación que se 

daba y esencialmente lejos-insistimos en ello- de lo que en la entrevistas 

se les manifestaba. 

 

En efecto, ninguno de los dos expedientes de contratación de las 

mascarillas, el Tribunal de Cuentas había cuestionado que hubiera dos o 

más ofertas, puesto que no es un requisito necesario, por lo que no se 

entiende que sea una referencia de irregularidad en el informe 

administrativo elaborado por la Dirección General de Organización e 

Inspección, aquello que no lo fue para el Tribunal competente como 

fiscalizador de las cuentas públicas.  

  

Es más, se obvia que para la realización de los informes por el 

Tribunal de Cuentas este requirió toda la documentación e información 

obrante en dichos expedientes a los funcionarios que han participado en 

la evaluación encargada por el Ministerio y, en modo alguno, advirtieran 

en su día a dicho Tribunal ni de los hechos ni de las irregularidades ni 

disfunciones que señalan ahora. 

 

Veamos en extracto el contenido de dicho informe auditor que de 

forma sistemática siempre señala y focaliza la pretendida irregularidad de 

adjudicación y total responsabilidad en el entonces ministro y hoy 

querellante: 
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“El único trámite exigido es la dación de cuenta al Consejo de Ministros en un 
plazo de 30 días, sin que el ordenamiento vigente haya previsto o reglado efecto 
o consecuencia alguna si no concurriere alguna de las condiciones ya 
expuestas.” (página 23) 

 
“El Subsecretario del Departamento señaló que fue el Ministro, entre el 14 y el 20 
de marzo, quien le dio la orden de realizar una compra de mascarillas a fin de 
asegurar el abastecimiento y el transporte esencial en un contexto de estado de 
alarma, por ser quien tiene capacidad para dictar actos y disposiciones como 
autoridad competente delegada en su esfera especifica de actuación, en virtud 
del art. 4 y 14.1 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.” (página 25) 

 

“El Ministro le encargó la elaboración de la Orden para adquirir mascarillas. Se 
considera que dicho encargo se le realizó en el marco de la función atribuida a 
los Subsecretarios por el artículo 63.1.g) de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público, de asesoramiento jurídico al Ministro en el 
desarrollo de las funciones que a éste le corresponden y, en particular, en el 
ejercicio de su potestad normativa y en la producción de los actos 
administrativos de la competencia de aquél, así como a los demás órganos del 
Ministerio.” (página 25) 

 

“En ese sentido, con fecha 20 de marzo de 2020, a las 19:55h, desde el buzón 
del Gabinete del Ministro se remite al Subsecretario una Orden firmada por el 
ministro, por la que se regula la adquisición y distribución de un máximo de 4 
millones de mascarillas por parte del Ministerio de Transportes, Movilidad y 
Agenda Urbana.” (página 27) 

 

“Sin embargo, el día 20 de marzo, a las 20:33h, desde el mismo buzón se le 
remite una nueva Orden firmada por el Ministro que anula la anterior, y en la 
que se regula la adquisición y distribución de un máximo de 8 millones de 
mascarillas por parte del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda 
Urbana.” (página 27) 

 
“Y que entendió que esta decisión venia avalada por el Ministro.” (página 28) 

 
“Por su parte, el entonces DGOI viene a corroborar la declaración del 
Subsecretario, al indicar que esta cifra de mascarillas se decidió a nivel 
Ministro.” (página 28) 
 

“El entonces DGOI indica que en aquellos momentos la ausencia de mascarillas 
era total, y que solo podían realizarse estos movimientos al más alto nivel: 

Ministro o Gabinete del Ministro.” (página 34) 

 

“A partir de la documentación analizada y de lo declarado por los entrevistados, 
no se puede determinar quién contactó con la empresa Soluciones de Gestión, 
más allá de las afirmaciones realizadas por los entrevistados, que parecen 
apuntar al entonces Ministro o su Gabinete.” (página 36) 

 

“La modificación del objeto de la emergencia, que finalmente coincide con lo 
ofertado por la empresa, se realizaron a nivel Ministro y Gabinete del Ministro.” 
(página 36) 

 

“Negociaba aviones como habilitado por el Ministro”. (página 40) 

 

“Dos palés con unas 25.000 mascarillas, de lo que tampoco hay acta de 
recepción. Este lote, indican todos los entrevistados, fue custodiado por el 
entonces Asesor del Ministro y por el Subteniente de la Guardia Civil, bajo llave 
en un almacén del Ministerio (…) Preguntados el Oficial Mayor y el entonces 
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DGOI por esta llave, confirman que así era, y que era como si lo hiciera el 
Ministro.” (página 46) 

  

“El hecho de que tuviéramos que emitir un certificado se enmarca en las 
exigencias marcadas por el Ministerio en la tramitación del expediente para el 
recobro de los 4 millones de mascarillas asignados a éste.” (página 49) 

 
“En toda la documentación analizada, no se encuentra ningún estudio o análisis 
de necesidades que venga a justificar la adquisición de 5 millones más de 
mascarillas, sólo 6 días después de la aprobación de la primera Orden, en la que 
además se había decidido comprar el doble de mascarillas de las que se habían 
considerado necesarias inicialmente en base a los estudios realizados en el 
Ministerio.” (página 52) 
 
“No recuerda quién decidió que fueran 5 millones, pudo ser el propio 

ministro.” (página 53) 

 

“Incidiendo en la pregunta, su respuesta final fue: «Me consta que hubo llamadas 
del ministerio. Me lo comentó el secretario general.»” (página 60) 

 
“Cree que se debió a que lo dijo el MITMA, ya que cree recordar que el director 
general de Gestión de Personas hablaba con el Subsecretario, con el Gabinete de 
Ministro y con la SGT. Entendió que la decisión se adoptó desde el Ministerio, 
desde el Gabinete del Ministro.” (página 61) 

 
“La oferta de la empresa adjudicataria es aceptada por el órgano de contratación 
sin que parezca que exista mayor motivación para el órgano de contratación que 

su procedencia del Ministerio (al parecer, del Gabinete del Ministro).” (página 75) 

 

“De acuerdo con la información/documentación analizada, existía una continua 
comunicación entre el Órgano de contratación y el Ministerio (a través de la 
Subsecretaría y el entonces Asesor del Gabinete del Ministro.” (página 75) 
 

“Queda documentalmente acreditada la entrega de mascarillas por parte del 
Ministerio a Entidades públicas que no figuran en la Orden como destinatarias 
de las mismas, y cuyas eventuales necesidades por tanto no habían sido 
estimadas.” (página 77) 

 
“Personal de influencia indirecta” (empleados públicos que, sin FIRMADO por: A 
fecha: 19/08/2024 01:39 PM SUBDIRECTORA GENERAL Total folios: 89 (85 de 
89) - 86 de 89 ostentar funciones ni competencias ordinarias en relación con ese 

procedimiento reglado, ejercen o intentan ejercer influencia sobre las decisiones 
a adoptar por quienes sí tienen esas funciones y competencias, y que, sin el 
establecimiento de medidas ad hoc para su identificación y responsabilización, 
pueden permanecer en una zona gris, ajenos incluso a una mínima 
sensibilización sobre la integridad a mantener en el desempeño de sus 
tareas.”(página 86) 
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     Por tanto, -como se ha referido- se solapa sin justificación la 

función del Tribunal de Cuentas; hace caso omiso a sus conclusiones, se 

hace caso omiso a la ausencia de reparos de la intervención General del 

Estado  y como pretexto de investigación procede a realizar una revisión 

de hechos manteniendo entrevistas -sin eufemismos una suerte de 

interrogatorios sin las mínimas garantías y sin contradicción-, de tal 

modo que a presencia judicial los entrevistados refieren que el informe 

refleja de forma incierta sus manifestaciones. 

   

  Procedemos a glosar, pues, declaraciones realizadas en sede 

judicial sin ánimo de exhaustividad, pero sí de concreción sobre el sesgo 

deliberado de la investigación en aspectos fundamentales  refrentes del 

intento grosero de direccionamiento en la declaración de los 

entrevistados, la falta de plasmación en el informe de lo manifestado por 

estos; la falta de garantias de los declarantes, y fundamentalmente la 

deliberada omisión del dato -cuadro- que se había elaborado por los 

funcionarios del Ministerio que ponderaba  la necesidad de dotación de 

mascarillas para 15 o 30 días, extensión temporal que condicionó la 

secuencia del pago de 4.000.000 de euros a 8.000.000 al entender que la 

duración previsible de la situación hacia aconsejable su compra. (Se 

aportan los soportes de grabación como BLOQUE DOCUMENTAL 

NUMERO 5). 

 

 Veamos: 

- Declaración de D. MICHAUX MIRANDA PANIAGUA (Ex director 

general de Gestión de Personas de ADIF). Declaración en la 

Audiencia Nacional el 19 de septiembre de 2024.   
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En dicha declaración aclara, respecto a la concurrencia de ofertas, 

que además de “Soluciones de Gestión” concurría también otra entidad 

“Injoo Technology” y se decidieron por la primera aclarando a preguntas 

del fiscal -minuto 14, 28- que días antes que “ya había un primer avión 

planificado” y demostraba “que tenían acceso a las mascarillas.” 

 
    En este sentido, comentó al fiscal que él sopesó en ese momento 

que “debía primar la fiabilidad y la seguridad de la entrega” (minuto 

16:25 de su declaración) y añadió “que a la postre” le dio la razón 

puesto que “Innjoo Technology”, más adelante, en un segundo contrato 

por el que se le adjudicaban solo un millón de mascarillas (1.000.000), 

“solo fue capaz de suministrar menos de un tercio del pedido” (minuto 

16:25 de su declaración). 

 

  Al minuto 11:04 afirmó “hay también una serie de contactos que 

hace el director de Compras y Contratación que son Dräger y 3M” pero 

que una de ellas “contesta por escrito que no tiene stock en ese momento 

y la otra dice que lo poco que tiene, lo pone a disposición del sector 

sanitario por una prioridad del mismo para mascarillas que se había 

declarado una semana o 10 días antes.” 

 

Incluso explica que “se hizo un intento con la empresa Samsung, 

pero que la búsqueda fue infructuosa”.  

 

Señaló que no recibió ninguna indicación de sus superiores para 

contratar con Soluciones de Gestión y que “la única indicación que le 

trasladó la presidenta fue la absoluta necesidad de asegurar el 

suministro en el menor tiempo posible”. “Teníamos un fallecido en la 

empresa y el sector ferroviario tiene una fuerte carga presencial”, apuntó 

a partir del minuto 18:55 de su declaración.  
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Con relación al precio de referencia del lote de 5.000.000 

mascarillas contratado a Soluciones de Gestión, el Sr. Miranda recordó 

también en el minuto 05:40 de su declaración a la Fiscalía que en una 

primera consulta a los proveedores habituales de ADIF (empresas 

TEDISA y SERLOMED), se dieron cuenta que solo ofrecían “pequeños 

lotes de entre 20.000 mascarillas o 35.000 a un precio de 2,8 en un caso 

y a 3,15€ en el otro”. 

 

Explicó también a partir del minuto 16:52 en respuesta al fiscal, 

sobre el hecho de que “Injoo Technology” ofertara mascarillas más 

económicas que “Soluciones de Gestión”, cuando de hecho solicitó a 

posteriori un incremento del precio anterior (2,1€/unidad + gastos 

aduaneros) a 2,5€/unidad (“y aquí recuerdo el precio de referencia”, 

dijo). “Es decir, se iguala al precio de la otra empresa” (Soluciones de 

Gestión) “y dada la situación, ya entendemos el incremento de la 

logística -Injoo Technology- nos vuelve a entregar 49.500 mascarillas ya 

al nuevo precio de 2,5€, es decir, ya igualado con Soluciones de Gestión y 

posteriormente como a la semana, nos hace una entrega de 254.000 

mascarillas que no tenían homologación FFP2/KN95”, motivo por el cual 

ADIF se vio abocada a “resolver el contrato” tras reconocer Injoo 

Technology que “solamente es capaz de entregar mascarillas sanitarias” 

(minuto 18:15). 

    

  A preguntas de su abogado, el Sr. Miranda puntualizó, además, 

que la conformidad con la entrega de mascarillas por parte de 

Soluciones de Gestión se certificó con “un sistema de doble control”, ya 

que “el proceso de entrega fue auditado por un auditor externo de SGS 

pagado adjudicatariamente en origen, y por uno de Bureau Veritas 

pagado por ADIF en destino” (minuto 22:17 de su declaración). De igual 

forma, corroboró desde el minuto 22:36 de su declaración, que no hubo 

pagos anticipados a la empresa y que se fue liberando el dinero 

“conforme van llegando los pedidos de las mascarillas” y “por una carta 



 

22 

 

irrevocable de pago”. “Es decir, se hace la transferencia bloqueada a una 

cuenta del Banco Sabadell y esos fondos no se van liberando hasta que 

nosotros no damos conformidad en cantidad y calidad”.  

 

Continuando con su declaracion y ya en relación a su 

intervención en la auditoría señala: 

 

- ABOGADO DEFENSA:  

Mire, de forma muy breve.  

 

29:12 

Usted ha tenido conocimiento de un Informe de Auditoría del Ministerio de 

Transportes, encomendada a la inspección de servicios del Ministerio sobre los 

expedientes de contratación de Puertos del Estado y de Adif.  

29:22 

¿Usted ha sido entrevistado en el marco de dicha auditoría?  

29:26 

 

- MICHAUX MIRANDA: 

Sí. 

 

29:27 

 

- ABOGADO DEFENSA:  

¿Recuerda si su entrevista fue grabada, si fue transcrita, si se levantó acta de la 

misma? 

  

29:33 

 

- MICHAUX MIRANDA: 

No me comunicaron que fuese grabada, no se elaboró ningún extracto, ni me 

dieron a firmar o a verificar mis declaraciones en ese momento, ni 

posteriormente. 

 

29:53 

 

- ABOGADO DEFENSA: 

¿Se le dio a usted la oportunidad de examinar el contenido, particularmente en 

relación con las manifestaciones que se le atribuyen a usted en dicho informe? 

  

29:50 

 

- MICHAUX MIRANDA: 

No, me entero del informe cuando lo presenta el ministro (Oscar Puente) en su 

comparecencia, creo recordar en el Senado. 
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30:25 

 

- ABOGADO DEFENSA: 

¿Y conoce usted la documentación que se facilitó a la Inspección de servicios 

para hacer este informe y si en concreto se incluyó el resultado de la 

adjudicación tanto a Soluciones de Gestión como a en Injoo Technology? 

 

 

- MICHAUX MIRANDA: 

Se le dio absolutamente toda la información, se le dieron los expedientes de 

contratación, en ambos casos se le hizo un informe específico con todo el inter 

cronológico documentado, con correos y los documentos administrativos 

pertinentes 

 

30:25 

Y tenía los mismos correos que tenía la UCO.  

30:29 

 

- ABOGADO DEFENSA: 

Y por qué no me menciona en concreto… 

 

- MICHAUX MIRANDA: 

 

La verdad que si me permitís o si me permite la expresión me parece todo un 

despropósito, tanto de contenido, de metodología, de fondo y de forma. 

Y, además, lo que se recoge ahí no refleja la realidad de los hechos, ni mis 

propias declaraciones, que están o descontextualizadas o directamente 

tergiversadas. 

30:52 

 

- ABOGADO DEFENSA: 

 

30:57 

Sí, en concreto, a las manifestaciones que se recogen en este informe de 

auditoría, ¿quiere hacer usted alguna precisión al respecto con alguna de ellas?  

 

 

31:02 

 

- MICHAUX MIRANDA: 

 

En las 3 que creo recordar, una… además de la propia metodología de la 

entrevista, donde se intenta formular y reformular las preguntas cada vez de 

manera más capciosa y, de hecho, hay una en concreto, donde se me pregunta 

si tengo, si he tenido alguna indicación respecto a que las dos empresas a 

Soluciones de Gestión e Injoo Technology fueran las únicas que tenían que 

valorarse. Digo que no. Se me vuelve a reformular.  

 

En este caso, si tengo constancia de que ha habido alguna presión en ese 

sentido, digo que no me consta. Se vuelve a hacer una pregunta. Y en ese caso, 
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lo que respondo creo recordar, es que la única referencia que tengo, porque 

hablan de las presiones del Ministerio, son las que manifiesta la presidenta de 

ADIF en su declaración, donde dice que teníamos presión para sacar el contrato 

o gestionar el contrato lo más rápidamente posible. Presión que teníamos todos 

porque, como digo, ya teníamos ún fallecido en la empresa y por lo tanto era 

perentorio obtener las mascarillas.  

 

32:04 

Y, sin embargo, omite esta la transcripción que ya ante la cuarta reformulación, 

yo digo directamente: discúlpeme, por mucho que me hagan la misma pregunta 

de diferentes formas, le tengo que decir, como ya dije al principio, que no he 

tenido indicación al respecto y que no he tenido ni me consta que haya habido 

presiones al respecto.  

 

- Declaración de Dña. ISABEL PARDO DE VERA (Ex presidenta de 

ADIF y ex secretaria de Estado de Transportes, Movilidad y Agenda 

Urbana). Declaración en la Audiencia Nacional el 16 de septiembre 

de 2024 

 
01:03:55 

 

LETRADO DE MICHAUX MIRANDA  

Mire, le han preguntado también a preguntas de las acusaciones populares por 

el informe de auditoría del Ministerio de Transportes. Usted fue secretaria de 

Estado de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana. ¿Cuáles son las funciones 

concretas de la inspección de servicios del Ministerio?  

 

 

01:04:12 

 

LETRADO DE MICHAUX MIRANDA  

Por contextualizar la metodología del informe, Señoría, ¿era habitual que estos 

informes se tomasen, se recibiesen entrevistas sin dejar ninguna constancia 

documental de esas entrevistas sin actas? Al menos en el informe, no consta 

ninguna acta de entrevista ni nada parecido. 

PARDO DE VERA 

 

01:04:30 

Respecto a ese informe, que creo que tiene 89 páginas, por supuesto, 

comprendo la motivación por la que el ministro exige un informe del tipo 

auditoría para tener conocimiento de todo el procedimiento.  

 

Es verdad que leyendo ese informe creo que no responde a lo que es una 

auditoría en sí misma o lo que yo he venido en mi experiencia durante 22 años 

conociendo como una auditoría.  

 

Efectivamente, yo le llamaría un informe bastante incompleto.  

 

LETRADO DE MICHAUX MIRANDA  
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01:05:06 

 

En particular, el informe no incluye ninguna referencia a quien INJOO 

TECHNOLOGY no entregarse la totalidad de las mascarillas encargadas. ¿Esto 

les resulta llamativo? 

 

PARDO DE VERA 

 

01:05:15 

 

Sí. 

 

- Declaración de D. JAVIER SÁNCHEZ FUENTEFRÍA (Ex director 

general de Organización e Inspección de MITMA en 2020). 

Declaración en la Audiencia Nacional el 18 de septiembre de 2024. 

 

FISCAL 

¿Vamos a ver, qué intervención tuvo usted en estos procesos de estos 

expedientes de contratación, tanto de Puertos como de ADIF, en lo que es el 

expediente de contratación?  

 

SÁNCHEZ FUENTEFRÍA  

 

01:57 

 

Ninguna. Mi relación no sé si fue el día 19 de marzo. Por ahí el subsecretario me 

dice que el Ministerio está intentando hacer una compra de mascarillas. Y que 

me pusiera en contacto con las entidades del Grupo Transportes para 

identificar qué necesidades tenían. Y fundamentalmente mi participación es en 

coordinar cuáles son las necesidades que tienen las entidades del grupo del 

grupo Transportes.  

 

FISCAL 

 

02:31 

 

Esto fue el 19.  

 

SÁNCHEZ FUENTEFRÍA  

 

El 19 recuerdo que mandamos un correo a todas las entidades 

dependientes para que nos comunicasen sus necesidades de mascarillas en 

el corto plazo 

 

FISCAL 

 

02:41 

 

Usted remitió ese mismo día a Álvaro Sánchez Manzanares, no que la secretaria 

general de Puertos… 

 

SÁNCHEZ FUENTEFRÍA  
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El 19 recuerdo que mandamos un correo a todas las entidades dependientes 

para que nos.. Yo mis contactos en las entidades para pedir la identificar las 

necesidades de mascarillas. O eran los secretarios generales de las entidades o 

los directores generales de Recursos Humanos. Entonces el secretario general 

de Puertos era uno de los destinatarios de la solicitud de información… 

 

FISCAL 

 

Y sobre estos correos que usted se dedicó a remitir a todas las distintas 

entidades. ¿Usted hicieron estimación inicial de la cantidad de mascarillas que 

podían ser necesarias?  

 

SÁNCHEZ FUENTEFRÍA  

 

03:18 

 

Bueno, antes de remitir los correos y que nos contestasen, no sabíamos cuáles 

iban a ser las necesidades. Si una vez a resultas, a resultas de la contestación 

de las entidades, yo preparé un Excel con las necesidades que tendrían las 

entidades estimadas para 15 días y para 30 días. 

 

Y se la remitía al subsecretario.  

03:39 

 

FISCAL 

Inicialmente se estimaron que eran. Me refiero completamente a lo que se 

recoge en el informe de auditoría que este que recientemente se ha se ha 

elaborado por parte de Ministerio de Transportes. Inicialmente se estimaron 

eran 4.000.000.  

 

SÁNCHEZ FUENTEFRÍA  

 

03:53 

 

No, de las necesidades que contestaron las entidades eran 3.900.000. Sí, para 

15 días y para un mes el doble. Entonces el cuadro que elaboré era 15 días, 30 

días. Yo la información que le pasó al subsecretario está en las dos 

estimaciones  

 

FISCAL 

Y entonces en función de eso se decide elevar la cuantía inicial de los 4 a 8 

millones. ¿O cómo fue? 

 

SÁNCHEZ FUENTEFRÍA  

 

04:16 

 

No sé quién lo decide y por qué. Pero vamos, la información era esa… 

 

FISCAL 

La pasa al subsecretario, luego ya de eso ya no fue, usted no intervino en la 

decisión de... 

04:30 
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FISCAL 

 

Vamos a ver, el día 20 de marzo ustedes todavía no conocían la empresa 

adjudicataria, no o la empresa que podía ser adjudicataria de…  

 

SÁNCHEZ FUENTEFRÍA  

 

04:41 

 

Yo conozco no la empresa que va a ser adjudicataria, sino la empresa que ha 

presentado una oferta porque el subsecretario me envía un correo con una 

oferta de una entidad y me dice que se lo remita al secretario general de 

Puertos, que al final va a ser Puertos, es el que se va a encargar de la compra 

centralizada porque tampoco sabíamos quién iba a comprar. El Ministerio es el 

que estaba haciendo las gestiones para una compra centralizada.  

 

FISCAL 

Al Ministerio, al final fuera una de las de los autónomos dependientes, en este 

caso Puertos del Estado, que se encargara de la adquisición de las mascarillas, 

no para luego su distribución a otras. A las otras entidades que tenían 

necesidades no, ¿eso es así? Entonces el subsecretario le facilita, le indica en 

aquel momento la única entidad candidata, la empresa que era candidata a 

suministrarlos que es Soluciones de Gestión. Es decir, entonces el subsecretario 

le remite tanto la documentación; una carta que dirige al Ministerio y firmada 

por Íñigo Rotaeche, ¿Recuerda usted esto no?  

 

SÁNCHEZ FUENTEFRÍA  

 

05:58 

 

Bueno, no sé quién la firmó, pero si venía una carta, una propuesta y unas 

condiciones técnicas del material… 

 

FISCAL 

 

Y una factura pro forma también, ¿no? bien, ¿usted esto se lo remite a Álvaro 

Sánchez Manzanares? 

 

SÁNCHEZ FUENTEFRÍA  

 

Efectivamente, sí 

 

FISCAL 

 

Le hace algún tipo de indicación y bueno, pues esta es la oferta que hay y 

bueno, puede haber otras ofertas. 

 

06:20 

 

SÁNCHEZ FUENTEFRÍA  

 

Yo antes de remitirle el correo, hablé con él.  

 

06:26 
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Él, él ya sabía qué Puertos iba a hacer la compra centralizada y le dije que me 

habían pasado la oferta que tenía el Ministerio y que se la iba a pasar. Eso sí, le 

puse una serie de cautelas a comprobar primero. No sabíamos en aquel 

momento, no sabíamos qué era una mascarilla FFP2. Ni en la calidad.  

 

Le dije que estábamos intentando contactar con Sanidad para ver que, si las 

características técnicas de las mascarillas eran suficiente y luego, 

independientemente de que era una contratación de emergencia extraordinaria 

en aquel momento, que, pues le señalé que tendría que comprar una serie de 

requisitos, no la capacidad de la entidad si está al corriente de obligaciones 

tributarias y de la Seguridad Social si estaba inmersa en prohibición de 

contratar. Porque vamos lo que no queríamos. Yo estoy pasando una oferta que 

me han pasado y no quiero que haya un problema, no que la administración al 

final contrate con una empresa que tenía prohibido contratar o que tenía una 

deuda con… Y entonces se lo mando diciendo que compruebe. Con anterioridad 

al envío del correo al secretario general, Sí que se lo comento igual al 

subsecretario, que había que comprobar determinadas cosas, que quién podía 

decirnos que las mascarillas no, las condiciones técnicas que venían eran 

suficientes o no, y sé que el subsecretario se encargó, se encargó de gestionarlo 

con su jefa de gabinete, creo para hacer comprobaciones con el Ministerio de 

Sanidad,  

 

09:55 

 

FISCAL 

 

Esto ya fue con Puertos y luego ya posteriormente, a la semana siguiente, 

realizan la misma operación con ADIF, no con ADIF.  

 

SÁNCHEZ FUENTEFRÍA  

 

10:03 

 

Sí, en lo que es la orden de ADIF, yo creo que tengo conocimiento de ella por el 

Boletín Oficial del Estado.  

10:13 

 

FISCAL 

 

O sea, usted no llegó a tener ninguna. 

 

 

SÁNCHEZ FUENTEFRÍA  

 

10:17  

 

No tuve nada. No recuerdo tener ninguna participación ahí y lo que sí es que 

días después nosotros habíamos remitido a las entidades de Del Grupo 

transportes que nos dijesen también cuáles eran sus necesidades de 

mascarillas para los próximos meses.  

 

10:34 

 

Yo creo que, hasta junio, a principios de abril les pedimos información hasta 

principio de hasta junio. 
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10:41 

 

Y con la contestación que nos habían dado las entidades, el subsecretario, días 

después de publicarse esa orden, me dijo: Oye, elabora un cuadro con cuáles 

serían las necesidades de cada una de las entidades para hacer la distribución.  

 

 

10:58 

 

FISCAL 

¿Bien ustedes en referencia a estas estas necesidades, la distribución de 

mascarillas y tal… ¿tuvieron algún tipo de reunión a nivel de subsecretario con 

personas del gabinete del ministro? 

11:09 

 

SÁNCHEZ FUENTEFRÍA  

 

No, ninguna 

 

FISCAL 

 

Simplemente fue su relación fue única y exclusivamente con el sub-Secretario. 

Es decir, no, no hubo nadie más del Ministerio que le hiciera ningún tipo de 

indicación o que o que le… 

11:25 

 

SÁNCHEZ FUENTEFRÍA  

Ninguna.  

 

 

ACUSACIÓN HAZTE OÍR  

Veo un correo que usted ha mandado diciendo, ya lo he explicado antes, lo de 

ahora es comprar 4.000.000 de mascarillas, por lo que hay que hablar con la 

empresa suministradora para que haga una proforma por esa cantidad.  

27:55 

 

Si se fuese de precio de los 2,5 € se puede valorar los 8 valorar comprar los 

8.000.000. 

 

28:03 

 

No entiendo por qué si se va de precio de los dos y medio se puede valorar 

comprar el doble.  

28:07 

 

SÁNCHEZ FUENTEFRÍA  

 

Yo no, no sé porque redacté así el correo. La cuestión… yo cuando mando las 

necesidades de mascarillas al subsecretario, en el EXCEL que le mando vienen 

las necesidades para 15 días de 4.000.000 y para 30 días de 8.000.000 y no se 

sabía que se iba a comprar. El subsecretario, en algún momento me dijo que, 

cuatro pero que no estaba claro. 

28:30 
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ACUSACIÓN HAZTE OÍR  

 

Entiendo que las mascarillas venían adjudicadas a Puertos, que es el que hizo el 

contrato, o a ADIF. ¿Por qué razón el señor García Izaguirre puede quedarse con 

unas mascarillas? ¿Y cuál fue el motivo que alegó para hacer esto?  

31:11 

 

SÁNCHEZ FUENTEFRÍA  

 

Yo no lo llamaría requisa, sino que cuando llegaron estaban en un almacén. De 

la Oficialía mayor en el Ministerio y lo que se quedó con la llave es su Brigada.  

31:21 

 

ACUSACIÓN HAZTE OÍR  

 

¿Yo lo que le pregunto es que en Barajas eso es una compra que hace Puertos 

inicialmente la primera, después hay una de ADIF y pregunto por qué se las 

llevó al Ministerio?  

 

SÁNCHEZ FUENTEFRÍA  

 

31:31 

 

Bueno, el Ministerio no era el comprador. Bueno, al Ministerio le correspondían 

una serie de mascarillas para su personal.  

 

ACUSACIÓN HAZTE OÍR  

 

Son estas las mascarillas que llegan al esas son las que distribuye el señor 

Koldo García. 

 

SÁNCHEZ FUENTEFRÍA  

 

31:43 

 

Bueno, esas son las que quedan ahí en el almacén y lo estaba custodiando el 

Brigada.  

 

 

            El mismo señor Sanchez Fuenfría, en su comparecencia del día 

14 de diciembre en la comisión parlamentaria del Senado del caso 

“Delorme”, señaló -según recoge el Diario de Sesiones de ese día página 

3-, lo siguiente en respuesta al grupo VOX . 

 

“...El día 19 de marzo, el subsecretario me dice que el Ministerio está 

intentando hacer una compra de mascarillas y que me ponga en contacto 

con todos los responsables de las entidades para conocer cuáles son las 

necesidades de mascarillas que puedan tener. Yo me comunico con todos 
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los responsables; les solicito que me digan qué necesidades tienen; con la 

respuesta que ellos me dan, configuro un cuadro Excel en el que 

determino cuáles son las necesidades de mascarillas para quince días y 

para un mes y se lo traslado al subsecretario…”. 

 

Y en ese mismo Diario de Sesiones, en sus páginas 4 y 5, en 

respuesta al mismo grupo parlamentario, explica y pone luz lo siguiente 

respecto a la decisión que se toma en treinta y ocho minutos que señala 

el informe de auditoría, por la que se aumenta el número de mascarillas 

de cuatro a ocho millones de unidades: 

 

“… Lo que sí les puedo decir es que, en la información que yo remito al 

subsecretario con las necesidades de las entidades, había necesidades 

para quince días, de tres millones novecientos y pico mil y, para treinta 

días, de siete millones novecientos y pico mil. Que se tome una decisión u 

otra y por qué se compran para un mes y no para quince días a mí se me 

escapa, no sé quién la toma, pero está justificado tanto para cuatro como 

para ocho…” 

 

El enlace donde se puede consultar el diario de sesiones es: 

https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_1

5_233.PDF 

 

- Declaración de D. MANUEL FRESNO CASTRO (Director Financiero y 

de Control de Gestión de ADIF). Declaración en la Audiencia 

Nacional el 16 de septiembre de 2024 

ACUSACIÓN PARTICULAR LIBERUM / MARCOS RUBIO  

¿Yo quería preguntarle en relación con la auditoría del Ministerio, por qué 

investigó usted la solvencia de soluciones de gestión? 

01:12 

MANUEL FRESNO  

Yo si me lo permite primero la palabra investigar, no sé si es apropiada. Yo, 

bueno, pues lo que hice es tan pronto. Bueno, pues como cuando tuve 

https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_233.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_233.PDF
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conocimiento de las dos ofertas, pues recabar la información que en ese 

momento tenía disponible, que era limitada, porque bueno, estábamos 

confinados y con acceso a los medios informáticos limitados y en el tiempo que 

tuve. Con lo cual la palabra investigación si me lo permite yo no la he usado 

desde luego.  

LIBERUM 

Bien, usted utilizó unas expresiones como las siguientes: me tranquiliza a 

trabajar con una empresa en mora y qué Soluciones tenía un entramado que 

me ponía los pelos de punta. Vi el contrato de Angola, no me gustó un pelo. 

¿Recuerda estas expresiones en qué contexto? 

05:17 

MANUEL FRESNO  

Esas expresiones también están en dos momentos temporales. Yo 

concretamente lo que dije, porque usted me acaba de citar expresiones que 

están recogidas en el informe de auditoría del Ministerio, que son de 2024, y yo 

esas, esas expresiones, habitualmente, si me lo permiten y la verdad es que me 

ha me ha me ha dolido un poco. No suelo utilizar expresiones de dudoso 

contenido técnico. Yo lo que dije y puse por escrito en el año 2020 fue empresas 

de “reducida dimensión”. En ningún momento utilicé ningún otro juicio, ni 

eufemismo, ni descalificativo, porque no me suelo expresar así. Pero en todo 

caso, lo que puse en un correo en 2020, pues efectivamente lo puse en un 

momento dado.  

 

LUIS DE SOLOSKI EN SUSTITUCIÓN DE JESÚS SANTOS LETRADO 

MICHAUX MIRANDA  

1:03:38 

LUIS DE SOLOSKI  

Mire, en relación con un informe de auditoría por el que le han preguntado a 

usted, tras entrevistarle, ¿le facilitaron un acta donde se recogieran sus 

manifestaciones para que pudiera verificarla si firmó? 

MANUEL FRESNO  

No 

LUIS DE SOLOSKI  

Cuando, en el momento de publicarse el informe antes de que se publicara, ¿se 

le facilitó a usted un borrador para formular alegaciones? 

1:03:55 

MANUEL FRESNO  

En ningún modo 

LUIS DE SOLOSKI  

Vale 
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- Declaración de D. ALEJANDRO DE LAS ALAS PUMARIÑO (Oficial 

Mayor de MITMA) – Declaración en el Tribunal Supremo el 05/03/2025 

 

MAGISTRADO LEOPOLDO PUENTE  

 

Si usted, don Alejandro de las Alas Pumariño? 

 

ALEJANDRO DE LAS ALAS PUMARIÑO (OFICIAL MAYOR en 2020) 

 Sí 

… / … 

 

 

JUEZ 

Mire, usted sabe que en el año 2020 se adquirieron unas partidas de 

mascarillas para el ministerio, que las adquirió primero, Puertos del Estado. 

 

Bueno, esto no sé si lo sabe usted, pero primero las adquirió Puertos del 

Estado, pero sí sí sí sí sí  

después, adif sí y parte de esas mascarillas iban destinadas al propio servicio 

del ministerio. 

 

 … esas mascarillas se almacenaban efectivamente, conforme a su condición de 

Oficial mayor. 

 

La custodia de esas mascarillas le correspondía a usted 

 

OFICIAL MAYOR 

a ver la custodia corresponde a la unidad.  

En fin, yo soy responsable de esa unidad, pero yo en todo caso siempre he 

recibido instrucciones para el manejo de esas mascarillas por mis superiores. 

 

Entonces, de cada partida que ha llegado, o sea, está todo registrado, está 

controlado, además, es que quiero que lo sepan, porque yo viendo el informe de 

auditoría, no queda claro. 

 

Bueno, queda claro que es un descontrol y eso no es así en la Oficialía Mayor, 

las mascarillas, que entraron Oficialía de la unidad, se controlaron las 

mascarillas y los destinos y se conoce el destino de las mascarillas, dentro del 

misma, tanto de secretaría de Estado, tanto del secretario general de 

Transporte, secretario general de Infraestructuras, de las demarcaciones de 

carreteras, de las capitanías marítimas. 

 

Todo está de acuerdo a los cuadros que nos pasaban desde mi director general 

superior jerárquico mío, me pasaba, nos pasaban unos cuadros, querían enviar 

150.009 20.000 para Murcia, 14.000 para Valencia a 15.000 todo eso está 

certificado con origen y destino. 

 

JUEZ 

Entonces, bueno, se llevaba por el Servicio de Régimen Interior, que además ni 

sobraron don Alejandro, muchas mascarillas. 

 

OFICIAL MAYOR 

Pues a ver es que claro, todo es relativo. 

 

Ahora mismo hay 238.000 aproximadamente en almacén. 
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Pero, claro, es que nosotros, en ningún caso, en las órdenes ministeriales que 

se citan éramos destinatarios de esas mascarillas, que ocurre que, cuando a 

finales de 2020 el excedente de mascarillas se supone que lo iba, ibas lo iba a 

gestionar el Ministerio Sanidad, nos acaban diciendo por un escrito que 

tenemos de la subsecretaria, que también está aquí que, que no, que nos hacen 

cargo de ellas y que nos encargamos en el ministerio quien se encarga, pues 

venga la Oficialía. 

 

Como tenemos una gestión de almacenes, pues venga tal que ocurre, vamos 

yendo a por las mascarillas y,por ejemplo, bueno, 600.000 que se trajeron más. 

Luego nos dijeron que había otro 1.000.000 más. 

En Correos fuimos a Correos a por las cajas, las abrimos, las expulsamos y 

había 757.000. Por ejemplo, quiero decir que se ha hecho un control desde la 

Oficialía. 

 

Yo pienso que muy bueno, desde el servicio de prevención el servicio perdón de 

servicios régimen interior y está todo documentado que ocurre pues sobre 

mascarillas pues sí pero vamos, en ningún momento éramos los destinatarios 

en la orden y e incidentalmente nos han ido viniendo y entonces, como nos han 

ido viniendo, pues lo hemos ido comprobando y certificando. 

  

El Servicio de Régimen Interior tienen todos los certificados de entrada, salida y 

de control de todas esas mascarillas que se entregó a la auditoría también pero 

bueno la custodia y en consecuencia el acceso a las mascarillas no tenía 

ninguna diferencia significativa con respecto a la custodia y acceso a cualquier 

otro material del ministerio. 

 

No es una zona específicamente encargada de la gestión de las mascarillas, 

efectivamente, a ver nosotros, nosotros, almacenamos material del ministerio 

que nos indican, o sea, nosotros, la oficina de compra en mobiliario por ejemplo, 

material de oficina. 

 

Si alguien nos dice otra unidad, otra dirección general, como en su día fue 

vivienda, arquitectura y unas maquetas de una exposición. 

Bueno, pues venga a venir traerlas y se almacenan, 

 

JUEZ 

por eso digo respecto de todos estos productos sí distintos de las mascarillas. 

Que ustedes se almacenan el funcionamiento con las mascarillas fue 

exactamente el mismo. 

 

 

OFICIAL MAYOR 

No fue distinto, no había otra persona encargada de custodiar las no no no no  

fue el mismo fue a ver fue el mismo recibíamos instrucciones de unos y de 

otros. Pues en fin, siempre fue el mismo, siempre, siempre el mismo. 

Muy bien, y el control existe, o sea, quiero que lo tengan. 

 

 

JUEZ 

Señor letrado del señor García 

…/… 

 

ABOGADO DEL SR. GARCÍA  

En relación con las mascarillas custodia, le voy a preguntar ahora le consta a 

usted o no que la unidad UPROSE recibieron mascarillas o que algunas de las 
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mascarillas que usted, a preguntas del señor instructor, ha respondido que 

usted las custodiaba o tenía su función. 

 

La custodia fueron llevadas al cuartel general o de la Guardia Civil de 

Valdemoro? ¿Le suena usted esto?  

 

OFICIAL MAYOR 

No lo desconozco. 

 

ABOGADO  

¿No le consta a usted?  

 

OFICIAL MAYOR 

Si, hubo una denuncia en el año 2022 del área de seguridad del Ministerio de 

Interior, el que un subteniente que custodia mascarillas introducía empresarios 

en el almacén de las mascarillas, a ver a mí me consta un conflicto que hubo 

que no sé si es ese, porque consulta con la Guardia Civil, con el Capitán de la 

compañía que está allí y me dicen que hubo un conflicto en el que no le 

autorizaban a entrar un día el Subteniente, que cuando lo había solicitado por 

el procedimiento habitual se lo negaron, y entonces allí hubo un conflicto entre 

seguridad y entre el Subteniente, pero pregúntele a ellos, yo lo reconozco. 

 

JUEZ 

Ahora, de momento le están preguntando a usted don Alejandro, y usted tiene 

que contestar lo que usted sepa. 

 

OFICIAL MAYOR 

Eso, pues eso es lo que es, y hay un escrito al coronel incluso creo de la 

UPROSE 

 

JUEZ 

señor letrado. El señor Ábalos sigue 

 

 

ABOGADO DEL SR. ÁBALOS  

 

con su venia. 

 

…/… 

 

ABOGADO  

 

Ha manifestado usted a preguntas de la acusación que llevaron, 15.000 

mascarillas al Ministerio del Interior. Podría decirnos quién recepcionó esas 

mascarillas en el Ministerio del Interior  

 

OFICIAL MAYOR 

quien recepcionó lo desconozco. 

Conocemos el conductor que las llevó Carlos García Liberal, un conductor 

nuestro y las llevaron allí las descargaron allí y volvió el conductor. 

Eso es lo que le puedo decir. 

 

ABOGADO  

Ya. 

 

La dirección a la que fue, o sea, eso es comprobable. 
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OFICIAL MAYOR 

También. 

 

ABOGADO  

La salida de estas mascarillas como se documentaba la salida del material del 

ministerio, 

 

OFICIAL MAYOR 

la salida del material del ministerio, a ver nos daban unos cuadros de 

distribución que calculaba el director general, el mío vamos, y a partir de ahí 

pues iban haciendo cajas que nos metíamos en un aula allí o al servicio de 

régimen interior que lo hacían cajas para Valencia, caja para tal caja, para el 

cual se iban señalizando con el número, de ahí se llamaba, en el caso de las 

capitanías marítimas. 

 

Las llevábamos nosotros con nuestro pequeño parque móvil, y en el caso de las 

demarcaciones de carreteras venían sus conductores cuando iban pudiendo, y 

van viniendo a retirarlas. 

No venían todos el mismo día. 

Pues oye, era una época muy mala en la que mañana tenemos su conductor y 

no lo tenemos bueno, pues ya está y todo eso está documentado, o sea, está 

documentado y certificado los controles periódicos y los inventarios de las 

mascarillas. 

 

Era un cometido de usted o había algo, estaba delegada algunas personas, ver 

el servicio de régimen interior que llevaba ese control. 

 

Se pasan los controles, se pasan perdón, los cuadros de distribución y ellos van 

haciendo las cajas y efectivamente tienen sus remanentes que van quedando y 

por eso se hizo, por ejemplo con el remanente que nos asignaron al final desde 

Sanidad, que teníamos que gestionar y vamos a por 300.000. 

 

Se distribuían, y ya volvemos a tener espacio en nuestros almacenes. 

 

Entonces íbamos a por otras. 

La segunda carga de máscaras de 318.000, se hacía cada 3 meses porque era lo 

que veíamos que era el consumo que se iba haciendo desde la periferia. 

También se les indicaba que si alguien tenía alguna emergencia, pues que por 

favor, lo comunicase, porque nunca se sabe 

 

ABOGADO  

Tuvo usted conocimiento de la auditoría que se hizo el año 2020 

 

JUEZ 

ya lo ha explicado y ha explicado incluso que estaba en desacuerdo. 

 

OFICIAL MAYOR 

Estoy en desacuerdo con lo que se manifiesta en ella,  

 

ABOGADO  

porque no una pregunta más. Sí que faltaban albaranes y actas 

 

OFICIAL MAYOR 

sí eso dice la… eso. Dice la auditoría y yo tengo todos los albaranes y actas. En 

fin, tengo el 99,9 por 100. 
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Si es mucho, es que es que el trabajo sí fíjese lo que digo. 

 

Yo hice un cálculo antes de ayer de las mascarillas. 

 

En fin, es muy alto 

 

- Declaración de D. JULIO VÍCTOR GONZÁLEZ GARCÍA. (Secretario 

general y miembro del Consejo de Administración de CORREOS. 

Responsable de los Servicios Jurídicos, de Relaciones Institucionales 

y de Relaciones de Unión Postal Universal). Declaración en la 

Audiencia Nacional el 21 de octubre de 2024. 

 

ACUSACIÓN PARTICULAR LIBERUM / ALEXIS JOSÉ ANIA FERNANDEZ  

La petición viene como consecuencia de que en la auditoría que se ha portado 

en autos ordenada por el Ministerio de Transporte, aparece su nombre y 

aparece también una valoración de 1 de las actuaciones que usted ha realizado.  

Queríamos saber si usted nos puede corroborar si lo que dice la auditoría es 

correcto, lo que le atribuye a su persona y aclararnos algunos de estos de estos 

hechos. 

…/… 

02:10 

¿Recibió algún tipo de orden o instrucción por parte del Ministerio, bien sea por 

parte del señor Koldo o del mismísimo señor Ministro, a la hora de emitir el 

certificado que se realizó en diciembre del 2020 sobre la distribución de las 

mascarillas?  

JULIO V. GONZÁLEZ   

No. 

02:30 

LIBERUM 

¿Mantuvo algún tipo de conversación o encuentro o reunión con alguien del 

Ministerio a tal fin de la necesidad de emitir este certificado?  

02:39 

JULIO V. GONZÁLEZ   

Este certificado, si no recuerdo mal, estaba recogido en una de las órdenes. Pero 

no, no recibí ninguna comunicación ni tuve ninguna reunión con nadie al 

Ministerio en relación con esa cuestión.  

02:49 

LIBERUM 

O K. En la página 48, para ponerle en antecedente de cómo se ubica, si no ha 

tenido usted la posibilidad de leer la auditoría, su nombre y su y su acción, 
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hablando de la ejecución del segundo lote de 4.000.000 de mascarillas en la que 

intervino Correos en su distribución, en la parte final, los auditores dicen lo 

siguiente: no hay acta de recepción por parte de correo de las mascarillas, cuya 

distribución asume. No hay acta de entrega de mascarillas a las empresas 

ferroviarias. A continuación, en la página 49 se menciona que sí encuentran los 

auditores que por parte de Correos emitió un certificado de la distribución 

final de este lote de estos lotes de mascarillas, pero, agrega, no se ha podido 

acreditar documentalmente los extremos contenido en este certificado. A pesar 

de lo anterior, constan instrucciones dadas para emitirlos, al menos por Puertos 

del Estado y Correo desde la entonces Dirección General de Transporte 

Terrestre.  

A continuación también dice del mismo modo: costa el abono de 10.181.500 a 

Puertos del Estado por parte de este Ministerio, al objeto de financiar los 

4.000.000 de mascarillas con destino al sector de transporte terrestre y al 

personal del Ministerio que, como se ha visto, se realizó sin soporte documental.  

En cambio, en el anexo número 30 de la auditoría se aporta tanto la resolución 

a la que usted antes hacía referencia como el certificado de distribución y 

sobrante de mascarilla, que usted certifica8 

Donde se desglosa la recepción de 3.336.465, mascarillas, la distribución de 

2.302.302 y el sobrante de 1.034.163. 

La pregunta es muy sencilla: ¿cómo es posible que se emitiese este certificado 

con este desglose y a la misma vez los auditores dijeran que no hay no se ha 

podido acreditar documentalmente ni la recepción de las mascarillas ni la 

distribución de las mismas. 

04:56 

JULIO V. GONZÁLEZ   

A ver, con respecto a la distribución de las mascarillas, sé que en Correos hay 

unos albaranes de entrega de todas las de las mascarillas. Por lo que 

recuerdo y por lo que he dicho antes que no, no era, no entraba dentro de mi 

ámbito de competencias. Tengo un recuerdo tangencial, se nos dio una lista de 

ubicaciones y se montaron unas rutas que creo que fueron, no sé si un día o 2 

días y se entregaron las mascarillas en el sitio donde se nos dijo que había que 

entregar las mascarillas.  

Los albaranes, insisto, están en Correos, no, eso yo no lo obviamente no los 

tengo ni nada por el estilo.  

Segundo, con respecto a la entrega de las mascarillas, bien, ahí usted recordará 

que en el primer Real Decreto se decretó la requisa de materiales por parte de la 

Administración del Estado para hacer frente a cualquier tipo de eventualidad 

que hubiera en relación con esto. 

Las mascarillas las tenía Correos. Correos entrega las mascarillas, las 

distribuye y luego Correos es reintegrado en esas mascarillas.  

06:03 

LIBERUM 

¿Y me preguntó, si esto es así, por qué no se le dijo a los a las auditoras de que 

estaban las actas?  

06:10 
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JULIO V. GONZÁLEZ   

Yo dejé Correos el 18 de enero de este año, a mí no, a mí no se me ha 

preguntado nada. Quiero decir, yo no tengo conocimiento de ese punto. 

 

LIBERUM 

06:21 

¿Y dentro del espacio temporal donde sí estuvo usted? ¿Si estas distribuciones 

se hicieron a comienzo del 2020, a partir de marzo, por qué se tardó tanto en 

hacer el certificado en diciembre del 2020 y como consecuencia de recibir un 

correo electrónico instando a que se hiciera, porque de lo contrario no se podría 

recobrar los 10.000.000 de euros? 

06:40 

JULIO V. GONZÁLEZ   

A ver, yo los certificados, estos los hacía, los firmaba una vez que me los 

entregaban los determinados, los servicios que se encargaban de hacer las 

actuaciones. Me imagino… la respuesta más clara que le podría decir, es que no 

recuerdo por qué se tardó tanto en hacer el certificado. Supongo que sería un 

problema de gestión interna, supongo que sería un problema del departamento 

correspondiente. Y eso fue lo que motivó que se tardara tanto. 

LIBERUM 

07:08 

Don julio. Una última pregunta, usted acaba de mencionar que cree que las 

actas están, ¿las vio usted? ¿Le dieron un listado de las actas para hacer este 

certificado? ¿Simplemente recogió lo que le dijeron? 

JULIO V. GONZÁLEZ   

07:19  

 Yo lo que revisé, yo vi, vi que existían las... los albaranes de entrega vi que 

había un procedimiento y obviamente, esos albaranes y esas cuentas de esas 

cuentas que aparecen ahí las hizo el Departamento de la Subdirección de 

Logística, que fue la que se encargó de desarrollar este este procedimiento 
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- Declaración de D. JORGE MEANA GONZÁLEZ DE ALLER (Jefe del 

Área de Presupuestos, Contratación y Asuntos Generales de la 

Subdirección General de Gestión de MITMA). Declaración en la 

Audiencia Nacional el 21 de octubre de 2024. 

ACUSACIÓN PARTICULAR LIBERUM / ALEXIS JOSÉ ANIA FERNANDEZ  

01:02 

Son solo tres, cuatro preguntas lo que estamos interesados en proponerle 

porque aparece su nombre en la auditoría que ha sido aportada en autos y se 

pone en su boca una serie de afirmaciones por parte de dichas auditoras que 

han ratificado en sede judicial el contenido de dicha auditoría. Y por eso 

queríamos corroborar si es fiel reflejo de lo que se le atribuye a sus palabras o si 

merece algún tipo de aclaración Por su parte antes de hacer estas preguntas.  

Cuales era supuesto dentro del Ministerio de Transporte en el momento de los 

hechos, es decir, en marzo de 2020 

JORGE MEANA  

Yo era jefe de Área de Presupuestos, Contratación y Asuntos Generales de la 

Subdirección General de Gestión, Análisis e Innovación del Transporte 

Terrestre. 

01:49 

LIBERUM 

Dentro de la Dirección General de Transporte Terrestre, en relación por tanto, 

con los contratos que se efectuaron y se realizaron en la adquisición mediante 

la empresa Soluciones de Gestión. ¿Se le consultó a usted algunas de estas 

adquisiciones y contratos? ¿Pasó por sus manos dichos presupuestos? ¿Tuvo 

algún tipo de influencia o valoración en los mismos?  

02:09 

JORGE MEANA  

No, ni mucho menos.  

LIBERUM 

¿No se le consultó en absoluto, aun siendo usted el jefe de Presupuesto y 

Contratación?  

02:15 

JORGE MEANA  

No, no, era un contrato del Ministerio. 

02:19 

LIBERUM 

¿No tuviste ninguna participación entonces? Por tanto, he de deducir que no 

recibió ningún tipo de instrucciones u órdenes del señor ministro, ¿ni tampoco 

del señor Koldo? 
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JORGE MEANA  

 No  

LIBERUM 

Ok. En la auditoría se le atribuye a usted la siguiente afirmación, se hace en 

referencia a la ejecución de 2 bloques de adquisición de mascarillas por parte de 

Puertos del Estado y del Ministerio 4.000.000 y 4.000.000 en total. En ese 

segmento del informe, página 48, no consta acta de entrega ni recepción de 

mascarilla por parte de la empresa Raminatrans. No hay acta de recepción por 

parte de Correos por la mascarilla cuya distribución asume. No hay acta de 

entrega de mascarilla. A las comunidades autónomas no hay acta de entrega de 

mascarillas a las empresas ferroviarias y a continuación se dice en la entrevista 

mantenida con don Jorge Meana. González del Hierro, entonces jefe del área de 

presupuesto y contratación, reconoce que no había actas de entrega de puerto 

del Estado a correos ni de las Comunidades Autónomas de la empresa 

ferroviaria. Tampoco hay acta de entrega individualizada a los transportistas 

por parte de Correos.  

¿Hizo usted estas manifestaciones?  

JORGE MEANA  

03:33 

Sí. 

LIBERUM 

Podría aclararlo lo que quiso decir, no hay ningún tipo de documento que 

firmen a ambas partes entre Correos y Puertos del Estado, ni documentos que 

nosotros sepamos que hay firmados entre Correos y los destinatarios finales de 

las mascarillas. ¿Y si eso es así, cómo se podía controlar la distribución o el 

destinatario final si no hay ni siquiera control de la recepción inicial? 

JORGE MEANA  

04:04 

Yo me imagino que Correos, cuando envía todas las mascarillas a cada una de 

las sucursales, los destinatarios finales que han recogido esas mascarillas 

firmarían algún tipo de justificante. Esos justificantes no nos fueron 

proporcionados a nosotros. Era quizá podríamos haberlo solicitado, pero no era 

eficiente. La solución que diseñamos estaba en la propia resolución de la 

Directora General de Transporte terrestre indicando que Correos firmaría un 

certificado final en el que especificaría cuál era la entrega realizada a cada una 

de las de los destinatarios finales.  

 

LIBERUM 

Con relación a esto es curioso porque también la auditoría da ese salto 

explicativo de la parte de CorreoS y concluye que tampoco había actas. Y 

entonces nos surge la pregunta: Si no había actas al principio y según la 

auditoría, tampoco había actas de la distribución final, aunque estuviéramos en 

una situación de emergencia bajo su saber y criterio, ¿eso es razonable? 

JORGE MEANA  

Por eso le pedimos a Correos que nos hiciera el certificado. 
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LIBERUM 

Pero los auditores dicen que ese certificado no está sustentado con soporte 

documental, como entonces se pudo emitir ese certificado. 

LIBERUM 

Porque Correos fue el que admitió poder firmar ese certificado.  

 

Estas declaraciones evidencian contradicciones entre lo 

manifestado por los testigos y lo recogido en el informe objeto de 

querella, lo que no puede entenderse como una mera diferencia de 

interpretación, sino como un indicio claro de que el informe ha 

incorporado datos inveraces, con una evidente manipulación o 

intención de inducir a error, y ello porque la discrepancia no es menor 

ni irrelevante, sino que afecta a elementos sustanciales del informe 

susceptible de subsumirse en el tipo penal de falsedad documental.   

 

En efecto, la declaración del señor D. MICHAUX MIRANDA es 

contundente aseverando la concurrencia de ofertas y acusando de 

tergiversación explicita de sus manifestaciones en términos muy claros 

e indicativos halando de redireccionamiento de respuestas e insistencia 

en la pregunta cuando había una negativa o una respuesta 

inconveniente; la Señora PARDO DE VERA explicita la deficiencia de la 

auditoría y D. MANUEL FRESNO indica que las expresiones que se le 

atribuyen no coinciden con su modo de expresión normal y habitual. 

 

    Por su parte D. JAVIER SÁNCHEZ FUENTEFRÍA pone de 

manifiesto la absoluta tergiversación del informe en un aspecto de 

extrema relevancia  dado que una de las conclusiones de la auditoría es 

que la orden ministerial se adecuó a la oferta de Soluciones de Gestión 

cuando el Sr. Sánchez Fuentefría, en la declaración que hemos 

transcrito, manifestó que contactó con todas las empresas y organismos 

del ministerio para informarse sobre las necesidades de las mascarillas; 

que éste elaboró un cuadro de Excel y lo mandó al subsecretario, D. 
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Jesús Manuel Gómez, motivo por el que cambió la orden ministerial en 

tanto en cuanto políticamente se decidió comprar en vez de para 15 

días para 30 días  decisión que igualmente se ajustaba a la oferta.  

 

Siguiendo esta referencia el informe falta a la verdad cuando 

detalla como irregularidad tendenciosa que pretende  que concurrió 

favorecimiento extremo a quien se le compraron las mascarillas 

extrayendo el dato de la secuencia horaria en la orden de compra de tal 

modo que en media hora  pasase de 4 a 8 millones de euros, haciendo 

preterición de que  dicho cambio tiene por referencia la preexistencia de  

planificación realizada desde el Ministerio -en concreto por el 

funcionario deponente-, de tal modo que se decide cubrir un periodo de 

tiempo más amplio en la estimacion de que la duración de la situación 

de riesgo se iba a extender -como de hecho sucedió-, todo ello bajo la 

impronta de que se planificaba sobre eventuales sucesos futuros y 

sobre situaciones que escapaban al control en un momento crítico. 

 

 Ello hace especialmente tendencioso y deliberadamente falso 

plantear esta actuacion como inexplicable cuando es el propio 

funcionario quien razona que esa planificación la hizo él y se decidió por 

seguridad conseguir más mascarillas. Por tanto, se extrae un hecho 

llamativo -la corta secuencia horaria y la relevancia duplicada de la 

contratación en su importe- para llamar a la atención de una 

irregularidad que no fue tal conociendo que no lo era.  

 

De forma deliberada el informe de auditoría lo único que detalla 

es que no hizo falta más de 38 minutos para ampliar de cuatro a ocho 

millones la cantidad de mascarillas compradas: “El único dato obrante 

en el marco de la auditoría en relación con dicha duplicación es que la 

empresa ofrecía ocho millones o nada”, se afirma sin ambages. 

 



 

44 

 

  Por último, es determinante la declaracion del Oficial Mayor 

señor D. ALEJANDRO DE LAS ALAS PUMARIÑO que al contrario de 

como sostiene el informe auditor negando la trazabilidad de las 

mascarillas en origen y destino el mismo afirma que no está de acuerdo 

con la auditoría, el tiene todos los albaranes y actas y enfatiza en que El 

Servicio de Régimen Interior tienen todos los certificados de entrada, 

salida y de control de todas esas mascarillas que se entregaron a la 

Auditoría ratificando que el acceso a las mascarillas no tenía ninguna 

diferencia significativa con respecto a la custodia y acceso a cualquier 

otro material del ministerio.  

 

Por su parte las declaraciones de D. JORGE MEANA y D. JULIO 

VÍCTOR GONZÁLEZ ponen de manifiesto la forma de control operativo 

del tránsito de mascarillas con la intervención de CORREOS, de tal 

modo que la solución estaba en la propia resolución de la Directora 

General de Transporte terrestre indicando que Correos firmaría un 

certificado final en el que especificaría cuál era la entrega realizada a 

cada una de las de los destinatarios finales lo que efectivamente ocurrió 

emitiendo correos el correspondiente certificado.  

 

En definitiva, las afirmaciones de la auditoría son inciertas, 

soslayan las evidencias documentales y cuestionan sin fundamento 

alguno las decisiones adoptadas en el ambito de una situación de 

emergencia.  

 

La querellada Dña. Belén Villar Sánchez no pudo desconocer 

ninguno de estos aspectos -cinco altos funcionarios desmienten el 

informe- en cuanto ella era máxima responsable del órgano de 

coordinación dependiente del subsecretario, Jefa del Gabinete Técnico 

que desde tal puesto coordinó el procedimiento de los contratos y la 

gestión de las mascarillas con el Ministerio de Sanidad y con otros 

ministerios y organismos públicos siendo la encargada de asuntos de 
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especial urgencia según el organigrama -especial urgencia que sin duda 

corresponde a la crisis sanitaria del Covid siendo citada en ese concreto 

rol de coordinación con el Ministerio de Sanidad por los informes de la 

Guardia Civil realizados para  la instrucción-.  

 

  El  informe auditor omite de forma deliberada esa función y 

responsabilidad  de quien elabora cuatro años después el informe auditor  

cuando por su posicionamiento jerárquico y operativo eran plenamente 

conocedores de aquello que es referido por el señor Sánchez Fuentefría y 

es que obviamente conocían las previsiones incorporadas al cuadro 

elaborado por dicho funcionario con la estimaciones de necesidades -

tiempo y costo-, dato que  formaba parte de la documentación que el 

Ministerio tomaba como referencia conocimiento que, en todo caso, la 

inspección tuvo a través de  las preguntas que se le  hicieron y de las 

respuestas de este en el ámbito de elaboración del expediente, como el 

revelado dato del Oficial Mayor que afirma el absoluto control de la 

cadena de custodia y entrega de las mascarillas aspecto que ratifican 

todos los responsables.   

 

  Hubo, pues, ocultación en la elaboración del documento oficial  

de un dato fundamental -precisamente aquel que justificaba la concreta 

adjudicación a la entidad Soluciones de Gestión-, obviando que hubo 

concurrencia de ofertas así como la plena intencionalidad de la mención 

incierta en el informe porque se soslaya y oculta lo que se conoce y se 

tergiversa de forma deliberada cual es la existencia de una pauta de 

compra y planificación prevista expresamente por los funcionarios que, 

en ese momento, estaban en la tremenda situación de dotar de 

protección a la población con riesgo propio.   

 

 En este sentido el periódico “La Razón”, publicó el pasado 21 de 

mayo de 2025, una noticia con el titular “El audio de un ex alto cargo 

sobre el caso Koldo: "Están encubriendo a mucha gente". Este periódico 
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accede al audio de un exalto cargo de Transportes- que cuestiona la 

auditoría realizada sobre la etapa de D. José Luis Ábalos. Se adjunta la 

noticia, así como el audio como DOCUMENTO NÚMEROS 6 y 7. En el 

que se afirma por el alto cargo –dependiente únicamente del 

subsecretario- que el informe es una mera invención.      

 

 También el mismo periódico publica una noticia el pasado 9 de 

mayo de 2025 con el titular “Los cuatro meses de silencio de Óscar 

Puente tras la denuncia a su alto cargo”. Esta noticia se refiere a una 

denuncia que varios vigilantes de seguridad interponen contra la 

querellada, Doña Belen Villar, por falsificar documentos. Se adjunta la 

noticia como DOCUMENTO NÚMERO 8.    

 

 El 6 de mayo de 2025 se publica también por La Razón otra 

noticia que dice “Un “grupo organizado” en el Ministerio con 

colaboradores que ganan más de 60.000 euros al año”. Esta noticia 

refiere que un sindicato denuncia que Doña Belen Villar lidera una 

“subsecretaria paralela” dentro de Transportes con personas de su 

confianza. Se adjunta como DOCUMENTO NUMERO 9.  

 

 Por otro lado, el sindicato UGT ha denunciado que se manipulan 

informes bajo la dirección de Belen Villar en materia propia de su cargo, 

expresamente ser recoge “(…) Además, se detectaron manipulaciones en 

los informes, tergiversaciones en la interpretación de la normativa vigente 

y dilaciones injustificadas en la implementación de las medidas 

necesarias”. 

 

  Ninguno de los correos que dirigió UGT a la querellada han sido 

rectificados pese a la intimación de esta de tal modo que es relevante 

que el mayor sindicato de este país señale a la querellada como 

manipuladora de informes manteniendo un foco de abierto 

enfrentamiento con la misma, situación ésta que nos ponen en 
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antecedentes de un concreto modo de proceder de la querellada en la 

conformacion de informes que se evacuan desde el Ministerio. Se 

adjuntan comunicaciones como BLOQUE DOCUMENTAL NÚMERO 10.    

 

 

TERCERO.- LA EMISORA DEL INFORME JUEZ Y PARTE. 

DIRECCIONAMIENTO DEL INFORME. FALSEAMIENTO DE DATOS Y 

SITUACIONES.  

 

 Se aprecia una vulneración del principio de imparcialidad e 

independencia que ha de regir todo acto de elaboración de una auditoría, 

hasta el punto de no constar en el informe que haya sido entrevistada la 

querellada Señora Dña. Belén Villar actual directora general de 

organización e inspección (nombramiento del 1 de marzo del 2022)  que, 

como se ha referido ostentaba las funciones directora del gabinete de la 

Subsecretaría de MITMA, máximo órgano de formalización de la 

contratación y ejecución de los expedientes o métodos de auditoría 

interna y, por tanto, como tal responsable de la coordinación de los 

órganos dependientes encargados del procedimiento y ejecución de los 

contratos.  

 

De tal modo que cuatro años después parecen apercibirse de que 

faltan los documentos-albaranes justificativos de la cadena de custodia 

de las mascarillas según señala el informe manifestación contradicha por 

los funcionarios deponentes.  

 

 Por ello, resulta cuanto menos controvertido, que la dirección 

general bajo la que se realiza esta auditoría, la ostente la misma persona 

que fue entonces responsable de la ejecución de los contratos a la que se 

haya encargado la dirección de esa evaluación interna. 
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Por todo ello, cabe deducir que las conclusiones de la auditoría en 

cuestión sobre los contratos de mascarillas son deficientes, sesgadas e 

incompletas, y  de forma preordenada manipuladas y tendencialmente 

orientadas a la imputacion, eludiendo los  testimonios de las personas 

implicadas en la conformación de los expedientes como los miembros del 

gabinete ministerial durante los años 2020 y 2021, la Secretaría de 

Estado, la Secretaría General de Transportes, la Secretaría General 

Técnica o el responsable de la cartera ministerial durante ese tiempo, 

entre otros, a quienes no se ha invitado a participar ni tampoco permitido 

alegaciones.  

 

Nos encontramos ante un delito de falsedad documental -

documento público oficial- y eventualmente de falso testimonio de perito, 

partiendo de que el informe auditor se ha incorporado como informe 

técnico al proceso judicial en trámite en tanto en cuanto el mismo 

proyecta información elaborada por dicha Unidad que se adopta como 

referencia de los indicios de imputacion tenidos en cuenta por el 

instructor de la causa. 

 

 Por tanto, la consideración de eventual delito de perito viene 

conformada por la inclusión del informe en la causa judicial y la 

condicion de inspectoras del Ministerio -especialización obtenida a través 

de la formación interna en cursos de especialización- que les atribuye 

conocimientos técnicos y habilitación administrativa para emitir informes 

técnicos que, como decimos, se han incorporado como pericia al proceso 

judicial en marcha. 

  

 CUARTO.- A MODO DE CONCLUSION 

 
 Conforme ha quedado acreditado, el informe auditor que 

constituye el objeto de esta querella carece de causa y justificación 

legítima, y revela un propósito manifiesto: dirigir de forma deliberada la 

responsabilidad hacia D. José Luís Ábalos Meco.  



 

49 

 

 

Lejos de responder a un interés objetivo o técnico, se elabora 

cuatro años después con la intención de encapsular la responsabilidad 

exclusivamente en su persona y se hace justo en el momento del inicio 

del proceso judicial. Para ello, se tergiversa el contenido de las 

declaraciones prestadas por las personas entrevistadas, incorporando al 

informe versiones contrarias a lo realmente manifestado por los 

declarantes. 

 

 Los datos se presentan de manera sesgada, y aquellos que 

resultan desfavorables a la tesis preestablecida son omitidos o 

distorsionados, configurando una narrativa intencionadamente 

manipulada.  

 

Esta actuación no solo falsea la realidad de los hechos ocurridos, 

sino que construye una imagen distorsionada y profundamente injusta 

de lo sucedido, afectando gravemente los derechos e intereses de mi 

patrocinado.  

 

  Esta ausencia de causa legítima en la emisión del informe y su 

acreditado criterio de oportunidad en funcion de la situación política y 

judicial en nuestro país con la referida manipulación de la información 

y declaraciones recabadas evidencian una actuación que no solo carece 

de objetividad y legalidad, sino que vulnera de manera flagrante los 

principios que rigen la función pública de ser veraz en sus actuaciones. 

      

Pero lo más grave y cualifica la actuacion delictiva, es que esta 

auditoría se manifiesta en un sentido opuesto al en su día dado por el 

Tribunal de Cuentas -único órgano competente en el análisis y 

escrutinio de las cuentas públicas- que pone de manifiesto una cierta 

normalidad por el contexto en el que se conforma la contratación, 

habilitando los métodos de adjudicación y fijación de precio realizados, 
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mientras que el informe que ocupa este proceso se posiciona de forma 

frentista a tal resolución con la especial gravedad de enfatizar en la 

irregularidad de la contratación que le consta no existe.  

 

En efecto, se acredita de forma objetiva que las declaraciones de 

los intervinientes en el informe se manipulan, que pese a tener 

evidencias documentales de que la secuencia de pago de las mascarillas 

estaba prevista de forma anticipada a través de los cuadros elaborados 

por los funcionarios, se determina como elemento inculpatorio el 

periodo escaso de tiempo transcurrido en la decisión de compra, 

pasando de 4 a 8 millones; se acredita objetivamente que existió 

concurrencia de ofertas y en ningún modo se acomodo ningún pago a la 

oferta establecida por “solución de gestión”; de igual modo se acredita 

que existió pleno control en la trazabilidad de las mascarillas obviando 

los soportes documentales -emisión de certificados por parte de un 

organismo público como correos- donde se acredita ese transito en 

cuanto origen y destino, datos todos ellos de absoluta relevancia, y 

fundamentalmente, prescindir del hecho objetivo de que el máximo 

tribunal responsable en el análisis de cuentas del estado español 

determinó la plena adecuación de la gestión realizada por el personal 

del ministerio en cuanto se refiere a contratación y fijación de precios.   

  

Tales hechos constituyen un delito de falsedad documental y 

eventualmente un delito de falso testimonio de perito, en la medida en 

que el informe, conforme acabamos de glosar, contiene afirmaciones 

sustancialmente contrarias a la verdad -datos y valoraciones inciertos 

con plena conciencia de su inexactitud- siendo elaborado con la 

finalidad de inducir a error a terceros y de causar perjuicio a la persona 

a la que se atribuye injustamente la responsabilidad de los hechos, 

produciéndose emisión de informe desde un órgano administrativo en el 

ejercicio de funciones públicas- carácter público y oficial.  
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En definitiva, este informe no obedece a un interés legítimo, 

incluye disgresiones funcionales de operativa relevantes y tendenciosas 

y las conclusiones que han de extraerse de esa consideración no es otra 

que su preparación y difusión se hace con el objeto antes referido de 

evitar una investigación por elevación y señalar responsables. 

 

A los anteriores hechos es de aplicación la siguiente: 

 

 

V. CALIFICACIÓN JURÍDICA 

A. DELITO DE FALSEDAD DOCUMENTAL (ARTS. 390 Y 391 

DEL CÓDIGO PENAL) 

El artículo 390.1 del Código Penal dispone: 

"Será castigado con las penas de prisión de tres a seis años, multa de 

seis a veinticuatro meses y suspensión de empleo o cargo público por tiempo de 

uno a tres años, el funcionario público que, en el ejercicio de sus funciones, 

cometiere falsedad: 

1.º Alterando un documento en alguno de sus elementos o requisitos de 

carácter esencial. 

2.º Simulando un documento en todo o en parte, de manera que induzca 

a error sobre su autenticidad. 

 

3.º Suponiendo en un acto la intervención de personas que no la han 

tenido, o atribuyendo a las que han intervenido en él declaraciones o 

manifestaciones diferentes de las que hubieren hecho. 

 

4.º Faltando a la verdad en la narración de los hechos." 

De igual forma, el artículo 391 extiende la punibilidad de esta conducta 

a los documentos públicos administrativos: 
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"El funcionario público que cometiere en documento público, oficial o 

mercantil alguna de las falsedades descritas en el artículo anterior será 

castigado con las mismas penas." 

En el caso que nos ocupa: 

• Se ha elaborado un informe oficial en el que se atribuye a los 

declarantes manifestaciones distintas a las realmente 

efectuadas (tipo del art. 390.1.3º). 

• Se falta a la verdad en la narración de los hechos (tipo del art. 

390.1.4º). 

• El documento tiene carácter público y oficial, por provenir de 

un órgano de la Administración. 

La manipulación deliberada de los datos y la construcción de un 

relato falso con apariencia de objetividad cumplen los requisitos del 

delito de falsedad documental por funcionario público, sancionado por 

los artículos 390 y 391 del Código Penal. 

Aquello que era razonable en los informes del Tribunal de 

Cuentas se convierte en un axioma de irregularidad en el informe 

auditor (duplicar compra de mascarillas atribuyendo acción directa y 

personal del ministro cuando intervinieron varios funcionarios); de igual 

modo concurre una focalización muy clara de tal modo que  allí donde 

era contingente -pero prevista y pautada-  la posibilidad de contratar 

por importes de 4 a 8 millones en función de la previsión temporal -15 ó 

30 días- se convierte en irregularidad obviando el razonamiento del 

Tribunal de Cuentas que no se pudo realizar una oferta pública porque 

la situación así lo mandaba, no obstante lo cual si que hubo 

concurrencia de ofertas y se buscaron proveedores  omitiendo que los 

testigos afirman que el ministro se limitaba refrendar de lo que los 

funcionarios iban pautando. 
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B.- DELITO DE FALSO TESTIMONIO DE PERITO.  

 

  Se ha incidido en que el informe que nos ocupa no se elabora en 

el marco de un proceso judicial pero es lo cierto que si se incorpora a 

un proceso judicial por decisión del magistrado instructor del Juzgado 

Central nº 2 de la Audiencia Nacional y el mismo fue objeto de 

escrutinio y análisis en la investigación en cuanto son llamados a 

deponer personas que intervinieron en el desarrollo de tal informe, 

entendemos que esta judicialización sobrevenida y la incorporación del 

informe como indicio en la exposición razonada al TS por parte del 

Juzgado instructor le ubica en la condicion de informe pericial en 

cuanto  tiene contenido técnico y elaborado desde una función de 

inspección en el seno del Ministerio. 

 

 El delito de falso testimonio por perito, o con mayor precisión el 

delito de falsa pericia o falso dictamen del perito (arts. 459 CP y 460 

CP), se configura como una modalidad agravada del tipo básico del 

delito de falso testimonio (art. 458 CP).  

 

Se trata de un delito de mera actividad -pues no requiere la 

producción de un resultado concreto-; de propia mano -requiere una 

realización personal de los elementos del tipo-, y de un delito especial 

propio -sujeto activo solo puede serlo el perito-, cuyo fundamento 

radica en la trasgresión de la obligación de actuar con objetividad y de 

decir verdad (siendo el bien jurídico protegido no el interés de las 

partes, sino el correcto funcionamiento de la Administración de 

Justicia, referida ésta a la función jurisdiccional en orden a la correcta 

valoración de la prueba practicada. 

 

Se distingue entre falso testimonio propio - «faltar a la verdad 

maliciosamente en su dictamen» (art. 459 CP)- y el falso testimonio 
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impropio -«sin faltar sustancialmente a la verdad, la alterasen con 

reticencias, inexactitudes o silenciando hechos o datos relevantes que le 

fueren conocidos» (art. 460 CP)-.  

 

La conducta típica consiste no en un error en el dictamen, sino en 

faltar a la verdad en lo que el perito sabe y entiende, con infracción del 

deber de actuar con objetividad (antes identificado con el deber de 

«proceder bien y fielmente» en el desempeño del cargo (art. 618 LEC 

1881), exigiéndose que el perito «actúe con conocimiento de la 

inexactitud del dictamen presentado, faltando así al deber de veracidad 

impuesto a todo perito que sirve a la Administración de Justicia» (SAP 

Baleares de 3 de noviembre de 2006) 

 

  El tipo objetivo requiere que la declaración del perito sea falsa. 

Puede consistir, tanto en una acción -aportar juicios inveraces, bien 

sea «por falta de suficiente motivación o (que) ésta sea arbitraria, o bien 

que hayan sido tergiversadas las bases fácticas del informe» (STS de 2 

de noviembre de 2005)-, como en una omisión -silenciar juicios 

relevantes induciendo al Juez una representación alterada de los 

extremos objeto del dictamen-.  

 

Y el tipo subjetivo requiere dolo directo de estar dictaminando 

falsamente, esto es, y en la dicción legal «maliciosamente» (art. 459 CP), 

referido no a la necesidad de un especial elemento subjetivo del 

injusto, sino al conocimiento de la falsedad propio del dolo. 

 

En toda pericia, concurre una parte descriptiva, en la que se da 

cuenta de la persona o cosa objeto del peritaje en el estado o del modo 

en que se halla y de las operaciones técnicas realizadas, propias de su 

profesión o conocimientos especializados, y del resultado al que han 

llevado; y otra parte valorativa, en la que se expresan las conclusiones 

que constituye la opinión pericial solicitada.  
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La falsedad será más fácilmente constatable cuando se alteren los 

datos objetivos, fácticos o relativos a las operaciones técnicas 

realizadas, o los resultados que de manera lógica tienen que deducirse 

de aquellos conforme a la lex artis correspondiente. Este es el núcleo de 

verdad que puede ser objeto de nuevo peritaje, y al que algunos autores 

y la Jurisprudencia, limitan el tipo. Por ello, algunos autores consideran 

que la falsedad comienza “a partir de la línea que separa lo científico o 

pericialmente opinable de lo que es insostenible bajo cualquier óptica”. 

a)  

Es necesario también delimitar quien es “perito”, porque el tipo 

penal exige esta condición para la imputación, y en este sentido tanto la 

LEC como la LECrim se refieren al perito y al informe pericial, aunque 

ninguna ofrece una definición de la figura. Del articulo l art. 335 LEC se 

extrae que el perito es quien posee “conocimientos científicos, artísticos, 

técnicos o prácticos para valorar hechos o circunstancias relevantes en el 

asunto o adquirir certeza sobre ellos”, para lo cual tendrá que disponer 

del título oficial correspondiente.  

 

Es el caso que nos ocupa, el informe es elaborado por la unidad 

inspectora como funcionarios cualificados que tienen atribuida esa 

funcion por la superación de pruebas que habilitan tal condicion de 

inspección y firmado por Dña. Belén Roel de Lara.    

b)  

La actividad jurisdiccional se lesiona ya con la deposición falsa de 

los testigos, peritos o intérpretes, la estructura es de lesión –peligro- del 

bien jurídico supraindividual que representa un peligro abstracto para 

los intereses de los afectados por la causa judicial y que constituye la 

vertiente individualizada del bien jurídico institucional.   
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En definitiva, el bien jurídico reside en la función jurisdiccional 

que tiene que ver con la preservación de la pureza o veracidad de los 

medios probatorios (pero también de los medios de investigación 

judicial de la verdad), esencialmente personales (testigos, peritos e 

intérpretes), en cuanto que la deposición falsa de estos sujetos genera el 

riesgo de dictar una resolución injusta en el proceso y, con ello, de 

afectar la tutela judicial a la que tienen derecho las partes. 

 

El peligro será abstracto en cuanto que bastará con que en el 

momento en que se emite la declaración falsa ésta sea idónea, en 

abstracto, para incidir en la decisión judicial, sin necesidad de que esto 

ocurra efectivamente según hemos comentado anteriormente. 

c)  

Desde una concepción objetiva de la falsedad, ésta se produce 

cuando hay una contradicción entre lo declarado por el sujeto y la 

realidad, mientras que para una concepción subjetiva lo determinante 

es que lo manifestado no coincida con lo percibido por el sujeto, con lo 

que el sujeto cree que sucedió (concepción subjetiva).  

 

La opinión doctrinal y la jurisprudencia se identifica con una 

concepción objetiva de la falsedad (SSTS 318/2006, 6-3; 265/2005, 1-

3; 172/2005, 14-2; 1624/2002, 21-10; Auto AP Sevilla, Sección 1ª, 

524/2009, 10-7; etc.).  

 

VI.- RESPONSABILIDAD CIVIL. 

 

El art. 116.1 del Código Penal establece que "toda persona 

criminalmente responsable de un delito o falta lo es también civilmente si 

del hecho se derivaren daños y perjuicios", comprendiendo esta 

responsabilidad, según el art. 110 del mismo texto legal, la restitución, 

la reparación del daño y la indemnización de los perjuicios 

materiales y morales. 
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VII.  

LEGITIMACIÓN PARA ACTUAR COMO ACUSACIÓN. CARÁCTER DE 

PERJUDICADO. EXENCIÓN DE FIANZA 

El Tribunal Constitucional, en referencia al ejercicio de la acción 

penal nos recuerda que habilita a quienes ostenten algún derecho o 

interés legítimo que puede verse afectado, para comparecer y actuar en 

el proceso (STC 56/2001).  

 

En el proceso penal únicamente puede tener acceso, como 

acusación particular, quien ha sido ofendido o perjudicado por el delito 

(STC 37/1993; 326/1994) como nos indican los artículos 100 y 

siguientes de la L.E.Crim., en concreto el artículo 110 de la LECrim.  

 

Este perjuicio podrá ser personal o/y económico, y ha de aparecer 

claramente derivado del hecho que se denuncia o por el que se acusa. 

 

El carácter de perjudicado supone, en virtud de lo establecido en 

el artículo 281.1º de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, la exención de 

prestación de Fianza. 

 Por lo expuesto, 

 

 SUPLICO AL JUZGADO que, habiendo por presentado este escrito, 

con el poder y documentos que se acompañan, tenga por deducida la 

presente querella por delito de FALSO TESTIMONIO DE PERITO Y 

FALSEDAD DOCUMENTAL contra Dña. Belén Villar Sánchez, y Dña. 

Belen Roel de Lara ordenando la tramitación de la presente en 

averiguación y esclarecimiento de los hechos relatados.  

 

Es de Justicia que pido en Madrid, a 28 de julio de 2025. 
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 OTROSI DIGO y SUPLICO: Que interesamos la práctica de las 

siguientes diligencias: 

 

1.- Que se tome declaración a los querellados. 

 

2.- TESTIFICAL que se tome declaración: 

 

- D. MICHAUX MIRANDA PANIAGUA, será citada en el Ministerio 

de Transportes y Movilidad sostenible, sito en P.º de la Castellana, 

67, Chamberí, 28046 Madrid. 

 

- DÑA. ISABEL PARDO DE VERA, será citada en el Ministerio de 

Transportes y Movilidad sostenible, sito en P.º de la Castellana, 

67, Chamberí, 28046 Madrid. 

 

- D. MANUEL FRESNO CASTRO, será citado en el Ministerio de 

Transportes y Movilidad sostenible, sito en P.º de la Castellana, 

67, Chamberí, 28046 Madrid. 

 

- D. JAVIER SÁNCHEZ FUENTEFRÍA, será citado en el Ministerio 

de Hacienda, sito en la Calle de Alcalá, 5; 28014 Madrid 

 

- D. JORGE MEANA GONZÁLEZ DE ALLER, será citado en el 

Ministerio de Transportes y Movilidad sostenible, sito en P.º de la 

Castellana, 67, Chamberí, 28046 Madrid. 

 

- D. ALEJANDRO DE LAS ALAS PUMARIÑO, será citado en el 

Ministerio de Transportes y Movilidad sostenible, sito en P.º de la 

Castellana, 67, Chamberí, 28046 Madrid. 
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- D. JULIO VÍCTOR GONZÁLEZ GARCÍA, será citado en el 

Ministerio de Hacienda, sito en la Calle de Alcalá, 5; 28014 

Madrid. 

 

- Inspectores que intervinieron en la redacción del informe: DÑA. 

SARA ANGUITA FERNÁNDEZ Y D. MIGUEL ANTOLÍN MARTÍNEZ, 

serán citados en el Ministerio de Transportes y Movilidad 

sostenible, sito en P.º de la Castellana, 67, Chamberí, 28046 

Madrid. 

 

3.- Se libre OFICIO: 

 

- Al Juzgado Central Número 2 de la Audiencia Nacional, DP número 

65/2023, para que se incorporen las grabaciones de las 

declaraciones de D. MICHAUX MIRANDA PANIAGUA, DÑA. ISABEL 

PARDO DE VERA, D. MANUEL FRESNO CASTRO, D. JAVIER 

SÁNCHEZ FUENTEFRÍA, D. JORGE MEANA GONZÁLEZ DE ALLER 

y DON JULIO VICTOR GONZALEZ GARCIA.  

 

- Al Tribunal Supremo, causa especial 20.775/2020, para que se 

incorpore la grabación de la declaración de D. ALEJANDRO DE LAS 

ALAS PUMARIÑO 

 

4.- Aportación de informe pericial elaborado sobre la auditoría 

elaborado por Doña Lourdes del Amo, aportado como documento 

número 2.    

 

Es justicia que reitero en lugar y fecha ut supra indicados. 

 

 

MARINO TURIEL GÓMEZ                              RAQUEL GÓMEZ SÁNCHEZ 

     Col.: 21.180                                                       Procuradora 


